EN LO PRINCIPAL: Formula acusación constitucional. EN EL PRIMER OTROSÍ: Acompaña documentos. EN EL SEGUNDO OTROSÍ: Indica domicilio. EN EL TERCER OTROSÍ: Téngase presente sobre requisito de admisibilidad.  


HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS


	XXX, todos diputados y diputadas en ejercicio, domiciliados para estos efectos en la Sede Nacional del Congreso Nacional, calle Victoria s/n, comuna de Valparaíso, a la Honorable Cámara de Diputados respetuosamente decimos: 

	Encontrándonos dentro de plazo y de conformidad con lo previsto en el literal c) del numeral segundo del artículo 52 de la Constitución Política de la República; en los artículos 37 y siguientes de la Ley N°18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y en los artículos 329 y siguientes del Reglamento de la Cámara de Diputados, venimos, en este acto, en formular acusación constitucional en contra de la Sra. Ángela Vivanco Martínez y del Sr. Sergio Muñoz Gajardo, ambos abogados, Ministros de la Excelentísima Corte Suprema, por haber incurrido estos en la causal de notable abandono de sus deberes, solicitando a esta Honorable Cámara sustanciar el procedimiento de tramitación aplicable a esta clase de acciones y declarar que ha lugar a la misma, prosiguiendo con su formalización ante el Senado para que este, en definitiva, la acoja en todas sus partes, afirmando la culpabilidad de los dos acusados, destituyéndolos de los cargos que actualmente detentan e imponiéndoles la sanción de inhabilidad para el desempeño de función pública alguna por un período de cinco años, todo ello de conformidad con los antecedentes y argumentos que a continuación se exponen. 

PREÁMBULO: SOBRE LA ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL CONTRA LOS MAGISTRADOS DE LOS TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.

1. Responsabilidad Constitucional de los Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia

	El ordenamiento institucional chileno contempla la separación de poderes como pilar fundamental del Estado, cardinal en nuestro sistema democrático, al mismo tiempo que integra el principio de “controles y equilibrios” (o “checks and balances”, por su denominación en inglés), el que determina un control recíproco entre los tres poderes que conforman el Estado: Ejecutivo, Legislativo y Judicial, para impedir así que la autonomía que detenta cada poder redunde en un ejercicio abusivo de esta y se logre el equilibrio institucional. Es esta la manera, tal como se ha afirmado, en que el poder se somete al Derecho[footnoteRef:1]. [1: CEA EGAÑA, JOSÉ LUIS (2013) “Derecho Constitucional Chileno, Tomo III”, Santiago: Ediciones de la Pontificia Universidad Católica de Chile, p. 335.] 

	En el plano judicial, esta vinculación recíproca trasunta de manera dinámica: por un lado, el nombramiento de los jueces y magistrados de los tribunales de justicia contemplan la intervención del Poder Ejecutivo y del Legislativo, mientras que la responsabilidad de estos jueces y magistrados puede hacerse efectiva también con la intervención de estos poderes. 
	De tal manera, la Constitución ha previsto un régimen de responsabilidad constitucional para los magistrados de los tribunales superiores de justicia, quienes son susceptibles de ser acusados constitucionalmente si incurren en la causa de “notable abandono de sus deberes”, tal como prevé el literal c) del numeral segundo del artículo 52 de la Constitución. 
	Como fue dicho inicialmente, la procedencia de la responsabilidad constitucional de los magistrados de los tribunales superiores de justicia debe conjugarse con la independencia del Poder Judicial, consagrada en el artículo 76 de la Norma Ius fundamental. Ahora bien, esta independencia es absoluta en lo relativo al ejercicio de la Jurisdicción y de allí que ningún otro poder pueda ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos. En otros términos, el ejercicio de la Jurisdicción solo compete a los tribunales de justicia, por lo que la responsabilidad constitucional que puede recaer por sobre los magistrados no está vinculada, en caso alguno, al mérito de sus pronunciamientos jurisdiccionales, sino al cumplimiento de sus deberes y, entre ellos, el más elemental: servir el cargo que detentan ejerciendo una recta administración de Justicia.
	El Estatuto de responsabilidad de los jueces es, a su vez, complejo, ya que la independencia de los jueces para el ejercicio jurisdiccional exige que respondan por los actos que cometen y por sus consecuencias, concretándose así también el equilibrio entre la autonomía que se les reconoce para cumplir su labor y la necesaria vinculación de su rol con los principios generales del ordenamiento institucional, dentro de los cuales el de responsabilidad es de total trascendencia. De esta manera, el binomio independencia-responsabilidad parece ser indisoluble en todas las manifestaciones del quehacer judicial y muy particularmente para los jueces de las altas magistraturas.
	El sistema de responsabilidad de los jueces es notoriamente exhaustivo y ha ido adoptando distintas fuentes para llegar a exigir una variopinta naturaleza de responsabilidades: aquella de tipo penal especial por los delitos que solo los jueces pueden cometer ejerciendo jurisdicción; la de tipo disciplinaria, compuesta por distintas obligaciones y mecanismos de verificación interna del Poder Judicial o la de tipo civil, que obliga primeramente al Estado, pero también a los jueces a indemnizar los daños causados por el error judicial. Por sobre estas, la responsabilidad constitucional (o “política”), ejercible mediante el sistema de impeachment que prevé la Constitución[footnoteRef:2]. [2: BORDALÍ SALAMANCA, ANDRÉS (2003) “Independencia y Responsabilidad de los Jueces”, En: Revista de Derecho de la Universidad Austral de Chile, Vol. XIV, pp. 163-164.] 

	La responsabilidad constitucional de los jueces, como corolario del sistema de responsabilidad, evidencia la necesaria contención de la independencia del Poder Judicial. Como se ha dicho acertadamente: “…sin ella (la responsabilidad constitucional o política de los jueces) la Corte Suprema se convertiría en un poder sin ningún tipo de freno o contrapeso, lo cual repugna al principio de sometimiento del poder a control.[footnoteRef:3]”De igual manera, en el caso de los Ministros de la Corte Suprema, es acertado que se encargue al Senado la evaluación y el deber de dirimir si esta responsabilidad es exigible, pues conforme al mismo ordenamiento constitucional son los senadores quienes intervienen en el nombramiento de los magistrados de dicho tribunal, al aceptar o rechazar el nombramiento hecho por el Presidente de la República[footnoteRef:4]. [3: Ibidem, p. 172. ]  [4: Ibidem, p. 173.] 

	En este marco, la responsabilidad constitucional de los jueces es plenamente legítima de ser exigida ante la causal que la Constitución Política contempla, y que analizaremos en lo sucesivo de este líbelo, afirmándose en su síntesis que su previsión y su exigibilidad son componentes relevantes de un ordenamiento institucional republicano y democrático y que en nada afecta a la independencia judicial la sustanciación de un procedimiento de acción constitucional en contra de los magistrados acusados.
Tratándose de jueces de tribunales superiores de justicia, la causal que habilita el ejercicio de tal acción corresponde a la de “notable abandono de deberes”, que fue incorporada formalmente por el constituyente en la Carta Fundamental de 1833 y que se ha mantenido en nuestro ordenamiento dentro de las atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados, cuyos integrantes, según lo dispuesto en el artículo 52, número 2, letra c), del texto vigente, tienen la facultad privativa de declarar si han o no lugar las acusaciones contra las personas que allí se señalan y, en caso de admitir el libelo acusatorio, la tramitación prosigue en el Senado que en calidad de jurado tiene la responsabilidad de declararla culpabilidad o no del acusado por el referido ilícito constitucional.
El origen de este mecanismo se remonta a la Constitución Liberal de 1828, en la que se consagraba entre las atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados el instituto de la acusación constitucional dirigido contra distintas autoridades, entre ellas, los jueces del máximo tribunal, quienes eran acusables por los ilícitos de traición, malversación de fondos públicos, infracción de la Constitución y violación de los derechos individuales, conforme a lo previsto en el artículo 47, número 2), de la misma Carta Fundamental:
“Art. 47.  Son atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados:
2º Conocer a petición de parte, o proposición de alguno de sus miembros, sobre las acusaciones contra el Presidente y vicepresidente de la República, ministros, miembros de ambas Cámaras y de la Corte Suprema de Justicia, por delitos de traición, malversación de fondos públicos, infracción de la Constitución, y violación de los derechos individuales; declarar si hay lugar a la formación de causa, y en caso de haberla, formalizar la acusación ante el Senado.”. 
Esta disposición se configura como el primer precedente del marco normativo de la acusación constitucional contra jueces de tribunales superiores de justicia en función del principio de responsabilidad que se exigía en el ejercicio de su cargo y las consecuencias que conllevaba la respectiva infracción en caso que el inculpado resultara responsable del ilícito constitucional, sin que ese régimen incluyera expresamente el motivo que habilita actualmente la interposición de tal acción, es decir, el notable abandono de deberes.
Con todo, la causal precitada se incorporó recién en la Constitución de 1833, específicamente en su artículo 39 Nº2, inciso sexto, que facultaba a la Cámara de Diputados para acusar a los jueces de los tribunales superiores de justicia y, posteriormente, la Constitución de 1925 recogió la misma figura en su artículo 39, Nº1, letra c), mientras que la reforma de 1943 incorporó al Contralor General de la República entre los sujetos pasivos de la acusación constitucional por notable abandono de deberes. 
La evolución de este mecanismo no ha variado sustancialmente con el devenir de la historia constitucional de Chile, toda vez que su existencia se ha justificado en premisas y valores institucionales básicos que se extienden a toda la arquitectura de nuestro ordenamiento jurídico y que, además, determinan la organización que nos hemos dado como la sociedad, entre ellos, los principios de legalidad, juridicidad y probidad que orientan el desarrollo de las actividades estatales, incluyendo la función jurisdiccional consagrada en el artículo 76 de la Constitución, a fin de evitar actos que signifiquen posibles abusos de poder con motivo y ocasión de esas labores en perjuicio del interés general o de la ciudadanía, en el marco de la república democrática que impera en Chile de acuerdo con lo señalado en el artículo 4º de la Carta Magna.
En tal orden de asuntos, el principio de unidad constitucional exige una interpretación armónica y sistemática de la Ley Fundamental donde sus disposiciones no encuentran sentido de manera aislada, sino que la naturaleza y alcance de las distintas instituciones, cometidos públicos, derechos y deberes establecidos en la norma de mayor jerarquía necesariamente deben entenderse en un contexto caracterizado por el nexo común y esencial de sus reglas tanto a nivel formal como sustancial.
En este sentido, el profesor Humberto Nogueira ha sostenido:
“La unidad constitucional implica una unidad que sobre pasa con mucho la pura coherencia formal, ella implica un todo compuesto de enunciados normativos integrados, interrelacionados y complementarios con unidad sustantiva de sentido. Cada regla constitucional se complementa e interrelaciona con los principios jurídico políticos constitucionales, los cuales le otorgan su sentido dentro del conjunto constitucional. La Constitución asegura una unidad del ordenamiento esencialmente sobre la base de un 'orden de valores' y principios materiales expresos en ella y no sobre las simples reglas formales de producción de normas”[footnoteRef:5].  [5: NOGUEIRA ALCALÁ, HUMBERTO (2006) “El aparente conflicto de los artículos 67 y 128 de la Carta Fundamental respecto de la tramitación legislativa de los proyectos de reforma constitucional y la interpretación constitucional”, En: Revista Ius Et Praxis, Vol. 12, N°1.] 

De ahí, la necesidad de instaurar los debidos contrapesos en el ejercicio de potestades públicas con absoluto respeto a los derechos que emanan de la naturaleza humana, lo que, según lo previsto en el artículo 5º del texto constitucional, siempre será una máxima inquebrantable que abarca toda la estructura jurídica del Estado, siendo reconocida como una limitación al ejercicio de la soberanía. 
A su vez, y con el mismo propósito, la Carta Fundamental consagra, en sus artículos 6º y 7º, el principio de juridicidad en virtud del cual los órganos de la Administración deben actuar dentro de ciertos márgenes de competencia, pues, como establece el inciso segundo del artículo 7° precitado, "ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes.”.
Por consiguiente, el mérito de la acusación constitucional debe analizarse a la luz del principio de unidad constitucional y aquellas garantías que se encuentran consagradas en nuestro ordenamiento para hacer efectivas las responsabilidades de jueces de tribunales superiores luego de haber incurrido en infracciones por actos arbitrarios que revisten la calidad de un ilícito constitucional cometido en el ejercicio de la función jurisdiccional, sin que ello implique una revisión de sentencias dictadas por tribunales de justicia, una afectación al principio de separación de poderes, ni la impugnación de resoluciones judiciales en sede parlamentaria. 
Al respecto, el profesor Humberto Nogueira sostiene que:
“La finalidad de la acusación constitucional, en cuanto garantía propia del Estado de Derecho y mecanismo de control interorgánico de base constitucional, es contener el abuso o desviación de poder de las personas o autoridades acusables, resguardar y garantizar el orden institucional de la República Democrática y los derechos fundamentales de las personas”[footnoteRef:6]. [6: Ibidem. ] 

Por tanto, no se trata de examinar fallos o revivir causas finalizadas, ya que cualquier  argumento de esa naturaleza esgrimido como fundamento de la acción incoada sería contrario a lo dispuesto en el artículo 76 de la Constitución, cuya norma indica que “La facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley” y que “Ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos”. 
Desde esa perspectiva, si el inculpado resultare responsable por la causal de abandono de deberes, los efectos inmediatos de tal resultado apuntarían exclusivamente a la suspensión y destitución de su cargo tras la declaración de culpabilidad por parte del Senado y, en consecuencia, no se modificaría el contenido de sentencias anteriores que haya dictado sobre asuntos que fueron sometidos a su conocimiento.
De lo anterior, se colige que “no hay afectación alguna de la independencia del Poder Judicial si se asume que los magistrados pueden ser sancionados por incumplimiento de sus deberes adjetivos establecidos en los preceptos legales y sus deberes sustantivos constitucionales que deben considerarse armónica e inescindiblemente por el artículo 5º inciso 2º y artículo 79 de la Carta Fundamental, como los contenidos en los tratados”[footnoteRef:7] [7: NOGUEIRA ALCALÁ, HUMBERTO (2013) “Consideraciones sobre la Acusación Constitucional en la Carta Fundamental vigente”, En: Libro Homenaje al Profesor Alejandro Silva Bascuñán, Santiago: Editorial Jurídica de Chile.] 


2. Notable Abandono de sus Deberes como causal de acusación.

El literal c) del numeral segundo del artículo 52 de la Constitución contempla la causal por la que es procedente la acusación y destitución de los magistrados de los tribunales superiores de justicia cual es la de “notable abandono de sus deberes”:
Sobre la causal, debe despejarse inicialmente quienes son los sujetos que pueden ser objeto de acusación. 
En primer lugar, por magistrado se hace alusión a quien desempeña el cargo de juez. En segundo término, en una organización judicial jerarquizada, como la chilena, se dispone que son tribunales “superiores” aquellos que ejercen una función de superioridad jerárquica respecto de tribunales de inferior jerarquía, principalmente para el ejercicio de las facultades administrativas, económicas y disciplinarias (o solo estas últimas, cuando corresponda). En consecuencia y tal como reconoce sobradamente la doctrina, son magistrados de los tribunales superiores de justicia los jueces integrantes o ministros de la Corte Suprema, de las Cortes de Apelaciones y de las Cortes Militares o Marciales[footnoteRef:8]. [8: SILVA BASCUÑÁN, ALEJANDRO (2000) “Tratado de Derecho Constitucional Tomo VI”, Santiago: Editorial Jurídica de Chile, p. 160.] 

Despejado que sin lugar a duda los ministros de la Excelentísima Corte Suprema son susceptibles de acusación constitucional para exigir su responsabilidad de igual naturaleza, cabe hacer un alcance a la causal de “notable abandono de sus deberes”.
Suele parecer, en principio, que la causal comentada es de una vaguedad irresoluble, lo que no es tal. La causal de notable abandono de sus deberes tiene un antecedente muy lato como causal de acusación constitucional de los magistrados de los tribunales superiores de justicia y en particular respecto de los ministros de la Corte Suprema, lo que se remonta incluso a los primeros cuerpos constitucionales de nuestro Estado[footnoteRef:9]. [9: ZÚÑIGA URBINA, FRANCISCO (2003) “Responsabilidad constitucional de los magistrados de los tribunales superiores de justicia”, En: Revista de Estudios Constitucionales, Vol. 1 N°1, p. 644. ] 

Luego, fue la práctica parlamentaria de la segunda mitad del siglo XX, en vigencia de la Constitución de 1925 y en vigencia también del actual Cuerpo Fundamental, la que ha dado alcance a la causal, tras formularse un conjunto de acusaciones constitucionales contra magistrados de Cortes de Apelaciones y de la Excelentísima Corte Suprema, así como también, previamente (1945), contra un Contralor General de la República, las que han permitido ventilar cómo debe configurarse[footnoteRef:10].  [10: Ibidem, pp. 645-646.] 

El punto de partida para el análisis de la causal es la primacía de la independencia o autonomía del Poder Judicial en el ejercicio de la jurisdicción, ya que, tal como se predicó anteriormente, aquello es angular en la configuración del Estado Democrático y no pueden resultar así los jueces sujetos a un escrutinio político-constitucional con mérito en sus fallos[footnoteRef:11]. En consecuencia, no podrá deducirse acusación constitucional por oposición al contenido sustantivo de algún pronunciamiento judicial, más cuando tal actuación hubiere envuelto el abandono notable de un deber propio de la magistratura.  [11: Ibidem, pp. 646-647.] 

Dicho ello, el profesor constitucionalista Francisco Zúñiga, tras analizar la práctica parlamentaria que delimita el concepto de notable abandono de sus deberes, con ocasión de una acusación constitucional contra magistrados de tribunales superiores de justicia, la caracteriza como una causal tanto ampliada, como restringida[footnoteRef:12]. Es ampliada, en cuanto los deberes cuyo notable abandono origina la responsabilidad constitucional lo son adjetivos y sustantivos, teniendo como fuente principal el Estatuto de los Jueces que contempla el Código Orgánico de Tribunales y también toda otra fuente normativa de la cual puedan emanar deberes propios de estas magistraturas[footnoteRef:13]. Es restringida, en cuanto el análisis de la gravedad o lesividad del abandono en cuestión debe estarse al caso en concreto que se analiza, siendo inexistente un baremo previo que permita afirmar con total exactitud cuándo el abandono es “notable” y cuando debe ser tolerado[footnoteRef:14]. [12: Ibidem, p. 647.]  [13: Ibidem, p. 648.]  [14: Ibidem, p. 649.] 

Por su parte, Hugo Pereira Anabalón alude también al sentido amplio y restrictivo del concepto, al precisar: “de manera digna de atención o de reproche descuida el cumplimiento de los mismos o, atendiendo más el sentido que a la literalidad de los vocablos, cuando de manera ostensible desampara a las personas o cosas que debe proteger en razón de los deberes propios de sus cargo (…) Por consiguiente a nuestro entender, no solamente hace abandono de sus deberes un alto magistrado cuando vulnera de modo reprochable las referidas disposiciones del Código Orgánico de Tribunales (párrafo 7 del Título X), sino también cuando desatiende en forma grave su deber superior de hacer justicia plena y oportuna”[footnoteRef:15]. [15: PEREIRAANABALÓN, HUGO (1993). Curso de Derecho Procesal. Tomo I, EditorialCono sur, Santiago p. 272. Citado en: ZUÑIGA, FRANCISCO,Op. Cit., pág. 648.] 

Finalmente, desde el punto de vista doctrinario, conviene mencionaruna de las conceptualizaciones más aceptadas dentro de la postura tradicional es la que aporta el destacado jurista chileno Alejandro Silva Bascuñán, quien establece que:
“Entre una interpretación, que quita eficacia al resorte de la acusación, y la otra, que lo hace en extremo peligroso, se encuentra, a nuestro juicio, la recta comprensión que se aviene con la natural acepción de los vocablos. Procede cuando se producen circunstancias de suma gravedad que demuestran, por actos u omisiones, la torcida intención, el inexplicable descuido o la sorprendente ineptitud con que se abandonan, olvidando o infringiendo los deberes inherentes a la función pública ejercida.”[footnoteRef:16] [16: SILVA BASCUÑÁN, ALEJANDRO,Op. Cit., p. 173.] 

	La interpretación dominante está conteste en conjugar los aspectos más fundamentales que los procesos de acusación constitucional ya practicados integraron, reconociendo que no puede restringirse el conjunto de actuaciones por las que un juez de una alta magistratura debe responder a la vez que tampoco puede extenderse la procedencia de la causal al punto de sancionar, con este mecanismo, incumplimientos u omisiones mínimas.
	El abandono de deberes pasa a ser así “notable” cuando se comete, tal como afirma Silva Bascuñán, con torcida intención, inexplicable descuido o sorprendente ineptitud.
De modo tal, en lo que respecta al notable abandono de deberes como causal de acusación constitucional contra magistrados de los tribunales superiores de justicia, podemos sostener lo que sigue:
a) El Notable Abandono de Deberes es un concepto flexible cuyo contenido lo resuelve el Congreso Nacional.
La historia fidedigna de la Constitución da cuenta de una construcción del concepto de “notable abandono de deberes” como esencialmente dinámico o flexible. Es decir, estamos en presencia de un ilícito constitucional que admite una variada amplitud de acepciones conforme el contexto y la calificación propia.
Por otra parte, se desprende de la historia fidedigna de la ley que el llamado a dar el contenido específico será el propio órgano que resuelve, es decir el Congreso Nacional. Dicho de otro modo, dada las circunstancias y el comportamiento o conducta que ha llevado al análisis del ilícito constitucional, corresponderá a quien resuelve, quien interpretará en forma dinámica o flexible como se ha advertido si efectivamente la conducta recae en la causal.
Así se advierte a modo de ejemplo en las intervenciones que se transcriben de la llamada Comisión Ortúzar:
“El señor Guzmán reitera su punto de vista favorable a la supresión del precepto, porque le parece que la expresión “notable abandono de sus deberes” es lo suficientemente clara, pero al mismo tiempo lo suficientemente flexible, como para que la causal sea empleada en circunstancias extremas, a fin de dar salida a crisis o a situaciones institucionales que no encuentren otra fórmula de solución. Por otra parte, declara estar persuadido de que si la mayoría de los Senadores en ejercicio quiere hacer uso de la facultad de destituir a un Ministro de la Corte Suprema o a un magistrado de los tribunales de justicia en general, lo hará de todas maneras”.[footnoteRef:17] [17: Sesión N°417ª de la Comisión de Estudios para la Nueva Constitución Política, celebrada con fecha 5 de octubre de 1978. ] 

“El señor Guzmán prefiere la del “mal comportamiento”, porque la expresión “notable abandono de sus deberes”, como se ha visto, se presta para interpretaciones muy variadas: hay quienes piensan que implica el abandono físico y material del ejercicio de las funciones; otros opinan que tiene que ser ya un ejercicio moralmente abusivo, en términos extremos; y otros lo entienden como un mal comportamiento en el cargo, es decir, como sinónimo de lo que existe respecto de los magistrados. En todo caso, cree que este último concepto debe ser causal suficiente para poder remover al Contralor.”[footnoteRef:18] [18: Sesión N°326ª de la Comisión de Estudios para la Nueva Constitución Política, celebrada con fecha 9 de noviembre de 1977.
] 

Es decir, existen dos premisas afianzadas hasta ahora. En primer lugar, estamos ante un concepto dinámico o flexible y cuyo contenido lo da primariamente el Congreso Nacional cuando conoce precisamente de la Acusación Constitucional precisamente contra los funcionarios públicos que se encuentran sometidos a dicha causal.
b) El Notable Abandono de Deberes asimila la responsabilidad constitucional de los Magistrados.
Se asimila la aplicación de la causal notable abandono de deberes con la idea de la responsabilidad constitucional de los Magistrados. 
Lo anterior si bien podría entenderse dentro del contexto teórico del concepto, tiene implicancia práctica, ya que excluye la responsabilidad penal del Magistrado acusado y, por tanto, el notable abandono de deberes no necesariamente debe constituir una conducta que importe un delito.
Dicho de otro modo, el reproche de la conducta que da pie a la responsabilidad constitucional del Magistrado no necesariamente debe basarse en una conducta delictual.
Así, por ejemplo, en el caso en autos, la conducta del Ministro Muñoz no se acusa de importar un delito de tráfico de influencias, de no haber denunciado como funcionario público un delito, o de prevaricación. Se asume como Ministro de la Corte Suprema en este caso que está sujeto a un estándar precisamente mayor que el de un ciudadano por la responsabilidad pública encomendada en el ejercicio de sus funciones.
El Comisionado Jaime Guzmán sobre este punto es particularmente expreso al sostener:
“…que la posición de la Comisión tampoco en este caso está lejos del criterio que inspira la inquietud de la señora Bulnes, porque no se trata tanto de consagrar una irresponsabilidad, ya que por eso se puso entre paréntesis la frase “Pendiente hasta tratar los órganos legislativos y fiscalizadores y juicio político. Le parece que esto no es obstáculo para que cuando se considere la forma de hacer efectiva una posible responsabilidad política, así llamada, de los magistrados de los tribunales superiores de justicia, se analice este tema, en términos —lo señaló a modo de opinión personal que el Presidente de la Comisión no compartía en ese momento o, por lo menos, la veía con mucha resistencia— que el concepto “notable abandono de sus deberes” podría llegar a incluir, por ejemplo, la consideración de si acaso la Corte sistemáticamente estaba ejerciendo una torcida administración de justicia que pudiese, en un instante, haber llegado a transformarla en un organismo corrompido y que esto pudiera ser englobado bajo el término “notable abandono de sus deberes”.[footnoteRef:19] [19: Sesión N°326ª de la Comisión de Estudios para la Nueva Constitución Política, celebrada con fecha 9 de noviembre de 1977.
] 

c) El Notable Abandono de Deberes no puede importar una revisión de los fallos de los Magistrados.
Lo anterior no obstante no puede importar ningún tipo de límite. No solo se debe atender a las reglas generales sobre razonabilidad en la toma de decisiones por parte del Estado, sino que desde un principio la historia fidedigna de la ley ha entendido que el notable abandono de deberes no puede estar bajo ningún pretexto supeditado al contenido de los fallos o al criterio jurídico aplicado al caso concreto por parte de los Magistrados de los tribunales superiores de justicia.
Lo anterior significaría una intromisión contraria a derecho en la independencia del Poder Judicial y atentaría deliberadamente al Estado de Derecho y a la imparcialidad del juzgador.
Dicho en términos concretos, la causal admite una serie de variaciones cuyo contenido lo resuelve el Congreso, pero siempre bajo una limitación estricta y que se explica en la naturaleza propia de la Acusación Constitucional como herramienta de última ratio, y que dice mención a que nunca el Congreso Nacional puede acusar constitucionalmente a un magistrado aludiendo el contenido de un fallo judicial o los criterios legales que lo llevaron a fallar en tal sentido o en otro.
Se advierte lo anterior en primer lugar a propósito de la historia fidedigna de la Constitución en un criterio ampliamente compartido que se evidencia en el siguiente sentido:
“El señor Guzmán estima que bastaría una constancia en el Acta de los motivos de su supresión, por cuanto, como se trata de una materia que no estaba contemplada en la Constitución anterior, no se podrían hacer comparaciones. Señala que el alcance: dado por la jurisprudencia a la expresión “por notable abandono de sus deberes” impediría invadir lo que es privativo de la función judicial, como también no haría factible entrar a pronunciarse sobre el acierto o desacierto de la forma de llevar a cabo las labores de las autoridades de que se trata (…)”.[footnoteRef:20] [20: Sesión N°417ª de la Comisión de Estudios para la Nueva Constitución Política, celebrada con fecha 5 de octubre de 1978.] 

          Sobre este punto cabe señalar además que existe extensa doctrina que refrenda esta idea. Jorge Huneeus el siglo XIX en su obra "La Constitución ante el Congreso", ya enunciaba que el Senado no podía revisar la veracidad de la aplicación de la ley, ya que eso afectaría la independencia.
Años más tarde planteaba una idea similar Mario Bernaschina, quien decía que el Senado no puede revisar la sentencia, porque ello equivaldría a invadir competencias que son exclusivas de los tribunales de justicia.
d) El notable abandono de deberes se enmarca en el cumplimiento de sus deberes como funcionario.
Hasta ahora se han precisado herramientas de interpretación relativas al concepto, no obstante, no se ha precisado en cuanto al fondo propiamente tal de la causal. Es decir, qué conductas podrían implicar para un magistrado caer en notable abandono de deberes.
En tal sentido, la jurisprudencia y la doctrina han aportado una serie de elementos. Por cierto, en primer lugar, resulta necesario determinar lo que el propio Alejandro Silva Bascuñán señala y que ya se menciona como concepto:
“Cuando se producen circunstancias de suma gravedad que demuestran, por actos u omisiones, la torcida intención, el inexplicable descuido o la sorprendente ineptitud con que se abandonan, olvidando o infringiendo, los deberes inherentes a la función pública ejercida”[footnoteRef:21]. [21: Citado en: “Concepto de notable abandono de deberes de los Magistrados de Tribunales Superiores de Justicia: Informes de las comisiones de Acusación Constitucional”. Biblioteca del Congreso Nacional, p. 1.] 

En una línea similar la jurisprudencia reciente nos aporta una serie de antecedentes. En el caso de la Acusación constitucional contra el Ministro Cereceda en 1992, los Diputados acusadores sostuvieron que el término “notable abandono de deberes” equivale a “dejar en grado excesivo de hacer lo que corresponda según las obligaciones del cargo”[footnoteRef:22] De modo tal, la conducta reprochada debe estar ligada al ejercicio del cargo. De tal manera y tal como será expuesto a lo largo de este líbelo acusatorio, la argumentación para plantear que se ha incurrido en la causal de acusación debe incluir una exposición clara en torno al deber abandonado y también en torno a la gravedad que dicha actuación reviste, fundamentándose en todo ello la exigencia de responsabilidad constitucional.  [22: Ibidem., Pág. 11] 

























ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL CONTRA LA SRA. ÁNGELA VIVANCO MARTÍNEZ, MINISTRA DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA, POR HABER ESTA INCURRIDO EN LA CAUSAL DE NOTABLE ABANDONO DE SUS DEBERES.

	Durante las últimas semanas se ha ventilado ante la jurisdicción penal, causando conmoción entre la opinión pública y recibiendo una extensa cobertura de los medios de comunicación social, el proceso seguido en contra del abogado Sr. Luis Hermosilla Osorio, a quien el Ministerio Público imputó distintos hechos delictivos.

	En tal contexto, fueron evidenciadas una serie de comunicaciones y actuaciones de la Sra. Ángela Vivanco Martínez, quien desde 2018 ejerce el cargo de Ministra de la Excelentísima Corte Suprema. Estas actuaciones y comunicaciones conculcan de manera seria y grave importantes principios y deberes que rigen el actuar de los integrantes del Poder Judicial, en particular, de los magistrados de sus tribunales superiores. Todas ocurrieron en ejercicio de la alta magistratura que la Sra. Vivanco desempeña.

	A su vez, estos acontecimientos han quedado evidenciados en el marco de la investigación seguida contra el Sr. Hermosilla, al conocerse el contenido de las comunicaciones existentes entre el abogado y la actual Ministra de la Corte Suprema, y también en relación con la investigación abierta de oficio por el Ministerio Público respecto de determinadas actuaciones de la magistrada. De ello se coligieron hechos, a estas alturas indesmentibles (lo que no equivale a afirmar su calificación jurídica indubitada en sede penal), que conllevan una trasgresión a relevantes deberes propios de los magistrados de los tribunales de justicia, redundando toda esta situación en una vulneración de los principios más elementales que rigen el actuar judicial. 

	Con ocasión de esta situación, la Corte Suprema, con fecha 9 de septiembre pasado, en ejercicio de sus atribuciones disciplinarias, inició un proceso de remoción de la Ministra Ángela Vivanco, de conformidad con la atribución prevista en el inciso tercero del artículo 80 de la Constitución Política de la República y en el numeral 3°) del artículo 332 del Código Orgánico de Tribunales, dando paso a la tramitación del denominado “cuaderno de remoción” y disponiendo además, mientras dure la sustanciación del asunto (lo que ocurre según la regulación prevista en el Auto Acordado que consta en el Acta N°108 de 2020 de la Corte Suprema), la suspensión de la Ministra Vivanco de todas sus funciones.

	En el fundamento de la resolución comunicada por la Corte Suprema, relativa a la apertura del “cuaderno de remoción” y correspondiente a la causa AD-1281-2024, se afirma que las actuaciones de la Sra. Vivanco constituyen una afectación seria y grave a los principios de independencia, imparcialidad, probidad, integridad y transparencia que rigen al Poder Judicial, informando una serie de 6 hechos en particular que constituyen el sustento fáctico en virtud del cual la máxima instancia judicial conoce y resuelve la eventual destitución de la Ministra.  

	De igual manera, la Pontificia Universidad Católica de Chile, casa de estudios donde la Sra. Vivanco imparte actividades docentes desde hace cuatro décadas, resolvió también la suspensión de sus funciones en el intertanto se confirma la responsabilidad que podrá hacerse efectiva en su contra. 

	Más recientemente, el día 16 de septiembre, la Corte Suprema informó que agregó un nuevo conjunto de hechos al cuaderno de remoción, integrado por irregularidades que la magistrada habría cometido en la tramitación de al menos 8 causas, lo que llegó a conocimiento del Pleno del Excelentísimo Tribunal tras denuncias hechas por los relatores/as.

	Los diputados que presentan esta acusación constitucional sostienen que, ante los hechos conocidos por el Pleno de la Excelentísima Corte Suprema y que han dado pie a la suspensión de la Sra. Ángela Vivanco, así como ante su eventual remoción del cargo que detenta, ha incurrido la ministra en dos ilícitos constitucionales que configuran la causal de notable abandono de sus deberes: 

i. La ejecución de conductas que afectaron gravemente la imparcialidad e independencia con que debía obrar como Jueza en determinadas causas puestas bajo su conocimiento. 

ii. La materialización de actuaciones e injerencias indebidas en el contexto de procesos de designación de determinados cargos públicos con el objeto de beneficiar a terceros. 

Cada uno de estos ilícitos constitucionales configura un capítulo acusatorio contra la Ministra. 

	Como corolario de estos párrafos introductorios a la parte acusatoria es importante dejar asentado que esta no se sustenta en actuaciones que constituyan un ejercicio jurisdiccional sustantivo, vale decir, en el contenido y en el sentido que hayan tenido pronunciamientos judiciales hechos por la magistrada o a que ella concurrió. Al contrario, la acusación se materializa respecto de la trasgresión injustificada o incluso derechamente intencionada de importantes deberes que la Sra. Vivanco debió observar en calidad de magistrada de un tribunal superior de justicia, lo que ocasionó un agravio relevante a la función y al rol judicial que desempeña, así como a la judicatura toda. 

	La omisión en el cumplimiento de tales deberes se erige como un notable abandono de estos, de une entidad seria y grave, tal como ya lo ha expresado la Excelentísima Corte Suprema, configurándose en consecuencia la responsabilidad constitucional o “política” de esta jueza que amerita su destitución.

	Esta responsabilidad constitucional, tal como fuere explicado en el Preámbulo de este líbelo, es exigible por parte de la Cámara de Diputados y calificada por el Senado de manera independiente a otro cúmulo de responsabilidades que también puedan ser exigidas de los magistrados de tribunales superiores, sin que sea requisito que exista una condena de naturaleza penal o que la Corte Suprema estime previamente la remoción de la jueza. En el ámbito penal, el artículo 79 de la Constitución Política de la República señala que los jueces son responsables por una serie de delitos en que pueden incurrir en el desempeño de su cargo y la persecución de estos por parte del Ministerio Público requiere el procedimiento especial de Querella de Capítulos, previsto en los artículos 424 y siguientes del Código Procesal Penal. Con todo, nada de esto es requisito previo para la procesabilidad mediante acusación constitucional, ejerciéndose la acción, ya que el fundamento de la responsabilidad que se exige -se reitera- es diferente[footnoteRef:23]. Su fundamento, como también se explicó, no radica en la comisión de un injusto penal, de un daño civil o de un ilícito disciplinario que deba ser conocido en el ámbito de la Ética Judicial, sino en la potestad que se ha dado al Congreso para velar por el correcto ejercicio de la independencia judicial y su prevalencia, pudiendo éste estimar ante trasgresiones de importante entidad -como es este caso- que las altas magistraturas deben ser destituidas.  [23:  ZÚÑIGA URBINA, FRANCISCO, Op. Cit., p. 644. ] 


	En esta acusación no se somete a deliberación la responsabilidad penal de la Ministra, cuestión que solo es resorte de la judicatura criminal, previa investigación del Ministerio Público, órgano que tiene la exclusividad de la persecución penal. Sin embargo, de tal envergadura son los hechos cometidos por la Sra. Vivanco que los diputados acusadores estiman coherente exigir la responsabilidad de tipo constitucional que le cabe.

CAPÍTULO ACUSATORIO N°1: LA ACUSADA INCURRIÓ EN LA CAUSAL DE NOTABLE ABANDONO DE SUS DEBERES AL EJECUTAR CONDUCTAS QUE AFECTARON GRAVEMENTE LA IMPARCIALIDAD Y LA INDEPENDENCIA CON QUE DEBÍA OBRAR COMO JUEZA, EN PARTICULAR, AL MANTENER CONTACTOS INDEBIDOS EN EL CONTEXTO DE DETERMINADAS CAUSAS Y NO DECLARAR LA INHABILIDAD QUE LE ASISTÍA.

i. HECHOS

De acuerdo con los antecedentes que se han hecho públicos, doña Ángela Vivanco interfirió en una serie de procesos de designación tanto del Poder Judicial, como de Auxiliares de la Administración de Justicia y de otros miembros ajenos al Poder Judicial vinculados al sistema de persecución penal. Hay una serie de gestiones o comunicaciones que han salido a la luz pública en los últimos días y que dejan en evidencia conductas completamente alejadas de valores cardinales en la Administración de Justicia, con insospechadas consecuencias en el conocimiento y fallo de gestiones judiciales.

Dos eventos resultan pertinentes en este capítulo acusatorio: las comunicaciones con el Sr. Luis Hermosilla para la fallida integración de la sala que conocería una causa en la que el litigante tenía un interés directo; y la resolución de los recursos interpuestos por la empresa Consorcio Belaz Movitec SpA (CBM). 

En relación con el primero de los casos, los detalles de las comunicaciones entre don Luis Hermosilla y la Ministra Vivanco quedan en evidencia en una conversación del 8 de febrero de 2021, en los términos que a continuación se exponen:

“Hermosilla: Hola querida!
Vivanco: Amigo mío cómo estás?
Hermosilla: Alguna posibilidad que integres la Sala Penal mañana?
Vivanco: Por supuesto, si la sala me pide voy.
Hermosilla: Ok. Gracias.
Vivanco: Que causa se ve?
Hermosilla: Amparo de la Defensora de la Niñez contra la PDI. Buenísimos argumentos para rechazar Amparo.
Vivanco: Perfecto, ojo que lo pida la sala porque SM (Sergio Muñoz) no me deja salir de la mía si se lo pide la niña que hace las integraciones.
Hermosilla: Ok.”[footnoteRef:24] [24:  Trascripción de comunicación vía WhatsApp entre el abogado Sr. Luis Hermosilla Osorio y la Ministra Ángela Vivanco que consta en la carpeta investigativa de la causa relativa al abogado individualizado. ] 


De cualquier manera, la Ministra Vivanco no integró finalmente la sala, pero el registro de la conversación da cuenta de comunicaciones indebidas de un miembro de la judicatura con un abogado que apelaba a su intervención en el conocimiento y fallo de un recurso en el cual éste tenía un interés, interés que se extrae de la conversación previamente detallada, más allá de los vínculos que el Sr. Hermosilla tenía con las policías por su trabajo en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, los que no son objeto de reproche. 

Concretamente, la causa sobre la cual se consultó la eventual participación de Vivanco se refiere a un recurso de amparo deducido por la Defensoría de la Niñez en favor de una menor de edad mapuche detenida por la Policía de Investigaciones, que ya había sido acogido por la Corte de Apelaciones de Temuco. Resulta de justicia aclarar que el Sr. Luis Hermosilla no era el abogado que compareció en defensa de los intereses de la policía civil.

De cualquier forma, la respuesta de la Ministra no debió ser un consejo para que se produjera efectivamente su salida de la sala en la que regularmente ejerce sus funciones, sino que se debió alertar al abogado Hermosilla de la impertinencia de lo solicitado y ciertamente declarar a este último dentro sus inhabilidades. En este punto conviene recordar que éste no es un juicio al Sr. Hermosilla, que goza de la presunción de inocencia y cuya responsabilidad se determinará en una investigación que lleva adelante el Ministerio Público.

El presente libelo busca determinar solamente si en la especie hubo notable abandono de deberes por parte de la Ministra Ángela Vivanco y para ello es necesario exponer el contexto y las relaciones previas de los involucrados, para determinar si se obró con sujeción a los deberes de independencia e imparcialidad, indistintamente de que hubiese existido un fallo o no. En efecto, del trato dispensado entre ambos y de la historia de una relación que se remonta al comienzo del 2018, cuando la Sra. Ángela Vivanco comenzó su cruzada por llegar al máximo tribunal, lo lógico es que la Ministra debió incorporar al Sr. Luis Hermosilla dentro de su listado de inhabilidades en tanto se pudiese comprender que se hubiese creado un vínculo personal que impedía la equidistancia objetiva que debe tener un juzgador entre las partes.

Algo similar ocurre en el segundo caso que engrosa este capítulo acusatorio y que se refiere a la intervención de la Ministra Vivanco en el litigio que sostuvieron el Consorcio chileno-bielorruso Belaz Movitec con la Corporación Nacional del Cobre (Codelco) y por la cual esta última fue obligada a pagar en tiempo récord una indemnización de 17 mil millones de pesos.

En el caso, Codelco puso término anticipado a un contrato con el Consorcio chileno-bielorruso en febrero de 2023, argumentando incumplimientos graves por parte de Belaz Movitec. Junto con rescindir el contrato, Codelco ejecutó el cobro de cuatro boletas de garantía por 323.854 unidades de fomento. Belaz Movitec se resistió a la medida, adjudicándose una dura derrota en la Corte de Apelaciones de Copiapó, de la cual apeló a la Corte Suprema, donde se revocó diametralmente lo resuelto en la Región de Atacama. Se lograba el “milagro jurídico” de transformar una dura derrota en una victoria insospechada, teniendo a la vista los hechos ocurridos antes de llegar la causa a la Corte Suprema.

Concretamente, la Tercera Sala del máximo tribunal acogió las pretensiones de Belaz Movitec y ordenó a Codelco “poner fin inmediato a la retención de los fondos” junto con disponer la devolución de 78 equipos. Algo relevante es que la vista de la causa se habría producido cuando doña Ángela Vivanco fungía provisoriamente de presidenta de la Tercera Sala. 

Esto, a pesar de que la Corte de Apelaciones de Copiapó había señalado que el litigio debía ser objeto de un juicio arbitral, el que ya tenía un árbitro designado. Pero lo que más sorprende es el tiempo récord en el que se ventiló la vista de la causa en la Corte Suprema, cuestión que fue duramente reclamada por Codelco según constata el Centro de Investigación Periodística (CIPER):

“El 30 de junio de 2023, se publicaron en la página web del Poder Judicial las minutas de cuenta de los distintos relatores que asistirían a la Tercera Sala ese día. En ninguna de dichas minutas se incluyó el recurso de apelación de autos (el recurso de CBM), lo que es consistente con el hecho de que no se había ordenado dar cuenta del mismo, y con los tiempos normales de tramitación que esta clase de recursos tienen ante el máximo tribunal, fue parte del reclamo de Codelco ante la corte.”[footnoteRef:25] [25:  Nota de prensa del medio CIPER de fecha 11 de septiembre de 2024, disponible en: https://www.ciperchile.cl/2024/09/11/angela-vivanco-fallo-a-favor-de-consorcio-chileno-bielorruso-sin-transparentar-su-relacion-cercana-con-abogado-de-esa-empresa/] 


Ahora bien, la ofensiva del Consorcio no cesó ahí. Días más tarde, se suscitó la diferencia en torno al cumplimiento del fallo, más precisamente del encargado del traslado de la maquinaria que se había ordenado restituir. La cuestión nuevamente fue ventilada en la Sala presidida provisionalmente por doña Ángela Vivanco y el resultado volvió a ser favorable a Belaz Movitec, debiendo pagar Codelco cifras millonarias para dar cumplimiento al mandato judicial.

En el caso es fundamental tener a la vista que el equipo jurídico que representó los intereses del Consorcio chileno-bielorruso estaba compuesto, entre otros, por don Mario Vargas Cociña, asociado en el Estudio Lagos, Vargas y Sílber Asesorías Legales. El antecedente es de la máxima relevancia, ya que don Mario Vargas tiene un vínculo de amistad con la Ministra Vivanco que es de público conocimiento y que queda en evidencia de un análisis de las redes sociales de la acusada y de notas de prensa en la que han situado al abogado en reuniones de toda índole en el domicilio de la Sra. Vivanco[footnoteRef:26]. [26:  Véase https://www.ciperchile.cl/2024/09/11/angela-vivanco-fallo-a-favor-de-consorcio-chileno-bielorruso-sin-transparentar-su-relacion-cercana-con-abogado-de-esa-empresa/] 


Y si bien este libelo no pretende enjuiciar amistades, lo cierto es que nuevamente vemos cómo se pone en entredicho la independencia y la imparcialidad que debe informar la actividad judicial. Nuevamente la acusada no reveló su vínculo con un abogado que tenía interés directo en lo que resolvería ella, incluso ocupando la presidencia de la sala. De manera real, la magistrada no reveló un vínculo previo que le impedía resolver la causa.

ii. CONFIGURACIÓN DE LA CAUSAL DE NOTABLE ABANDONO DE SUS DEBERES

La gravedad de los hechos queda en evidencia con la apertura del cuaderno de remoción ante la Corte Suprema, que considera estos casos como imputaciones en sede disciplinaria y que tal como lo hemos señalado ha redundado en el inicio de una investigación del Ministerio Público en el caso específico de la controversia entre la empresa cuprífera estatal y la compañía chileno-bielorrusa. 

Los hechos que fueron relatados evidencian contactos y actuaciones indebidas por parte de la Ministra, quien desarrolla relaciones interpersonales con abogados litigantes y omite cumplir el deber de declarar de oficio la respectiva inhabilidad, tal como se lo exigen las reglas sobre implicancia y recusación previstas en el Código Orgánico de Tribunales, las que están contempladas con larga data para asegurar la imparcialidad, independencia y objetividad con que debe fallar todo juez. Como ha sido graficado por parte de la academia nacional:

“Uno de los principios fundamentales sobre la materia es, como se sabe, el de imparcialidad del tribunal, según el cual las sentencias pronunciadas por los órganos que ejercen jurisdicción solo son legítimas cuando se dictan en el marco de un procedimiento que no deja dudas acerca de la posición desprejuiciada del tribunal. Se trata, sin más, de la imagen de Iustitia, representación romana de la justicia, que junto con sostener la balanza donde pesa los argumentos de cada litigante y la espada con que ejerce su capacidad de coerción, lleva sus ojos vendados para asegurar que su interés es resolver el asunto sin más juicio que lo que las partes, en ese procedimiento, avancen.”[footnoteRef:27] [27:  CONTESSE SINGH, JORGE (2007): “Implicancias y Recusaciones: el cao del Tribunal Constitucional.”, En: Revista Ius Et Praxis, Año 13, N°2, p. 393.] 


Más específicamente, el numeral 15) del artículo 196 del mencionado Código Orgánico consagra como causal de recusación la situación de amistad entre el juez y las partes. Luego, el artículo 199 dispone que el juez que se estime comprendido en alguna causal legal de implicancia o de recusación, deberá hacerlo constar en el proceso declarándose inhabilitado o pidiendo tal declaración al tribunal que componga.

La interpretación de las instituciones de implicancia y recusación, así como de su declaración, exigen una armonización con el espíritu que las inspira, que es el aseguramiento de la imparcialidad del tribunal, ya que solo esta virtud podrá dar legitimidad al pronunciamiento que el juzgador haga sobre la controversia o situación puesta bajo su esfera resolutiva[footnoteRef:28]. De allí que, en función de aquella trascendencia, deban tener una interpretación ampliada y extensiva que lleve a concluir que la amistad de un juez con el abogado representante de una de las partes es también motivo de recusación, lo que exige cumplir el deber de declaración de oficio de la inhabilidad.   [28:  Ibidem, p. 394.] 


Debe ser asentado que esta exigencia es patente en la sustanciación de la causa entre Codelco y la compañía Consorcio Belaz Movitec, en la que no constó la declaración de la respectiva inhabilidad mientras la jueza fungía incluso como Presidenta accidental de la sala tramitadora. En el caso del contacto telefónico en el contexto del recurso de amparo interpuesto por la Defensoría de la Niñez no hubo finalmente una actuación judicial que exigiera esta declaración, pero sí una suerte de intento o principio de ejecución de la misma clase de conductas.

En tal marco, es práctica de la Corte Suprema consignar previa y públicamente el listado de personas tanto naturales, como jurídicos respecto de las cuales sus magistrados declaran una causal de inhabilidad y, en el listado suscrito por la Sra. Vivanco, cuya más reciente versión data de julio del presente año, no figuran los Sres. Luis Hermosilla y Mario Vargas.

De igual manera, esta clase de actuaciones socavan de manera seria y grave la independencia e imparcialidad con que actúa el Poder Judicial, adquiriendo con su develación un efecto expansivo en relación con cómo erosionan la confianza y legitimidad de los tribunales de justicia. De allí que su verificación no pueda tenerse como una omisión accidental o reprochable solo con remedios de menor intensidad, sino al contrario, configura un ilícito constitucional que socava pilares fundamentales del orden institucional democrático. 

Se trata de dos situaciones que, de distinta manera, dejan la vista una conducta que colisiona con principios que informan el accionar de la judicatura y que son basales en la definición de un Estado de Derecho desde aspectos esenciales del mismo. Tal como lo desarrollaremos a continuación, todo Estado de Derecho debe respetar y proteger los derechos fundamentales, cuestión que ciertamente no ocurre cuando la judicatura resuelve sobre un terreno desnivelado, en el que las alegaciones de las partes no son resueltas por órganos independientes e imparciales. Son dos ejemplos de lo que se erige como un notable abandono de deberes en los términos ya desarrollados en la parte previa de este libelo y que dan cuenta de la entidad de las conductas en que incurrió la Ministra.
En palabras del autor español Antonio Manuel Peña Freire: 
“La actividad jurisdiccional puede caracterizarse por estar únicamente vinculada al interés del derecho, que no es otro que la garantía, esto es, la tutela de los derechos e intereses lesionados. Es, por lo tanto, a partir de este principio que entendemos posible la caracterización de la función jurisdiccional como la que ejerce la garantía de cierre del sistema mediante la corrección de los márgenes de desviación e ilegitimidad jurídicas en que otros poderes o los propios individuos hubieran podido incurrir.”[footnoteRef:29] [29:  PEÑA FREIRE, MANUEL (1997) “La Garantía en el Estado Constitucional de Derecho”, España: Editorial Trotta, p. 229.] 

Para Peña Freire la función jurisdiccional, en tanto garantía, debe ser además efectiva y gozar de independencia. Para estos efectos el jurista español entiende la independencia como el sometimiento a derecho del juez en el ejercicio de la función jurisdiccional, es decir, como la posibilidad de que el juez pueda decidir conforme a derecho y solo a derecho.[footnoteRef:30] [30:  Ibidem, p.230.] 

Lo anterior, implica que el juez debe situarse fuera de las influencias del sistema político y limitarse exclusivamente a la interpretación de normas jurídicas para su aplicación, subsumiendo las conductas de los individuos en los preceptos jurídicos, ajustando con ello su actuación, tal como se señaló, única y exclusivamente al derecho. De esta manera, el órgano jurisdiccional solamente será independiente cuando se proscriba toda injerencia sobre aquel, tanto del poder público, como de las influencias del mundo privado, permitiendo al juez ubicarse en una posición equidistante y objetiva de los intereses que formulen las partes en el proceso.
Como señala el Informe Nº1 del 2001 del Consejo Consultivo de Jueces Europeos sobre normas relativas a la independencia y a la inamovilidad de los jueces: 
“La independencia judicial presupone una imparcialidad total por parte de los jueces.  Cuando un asunto litigioso, se plantea entre las partes, los jueces deben ser imparciales, es decir, ajenos a cualquier relación, preferencia, o sesgo que pueda afectar – o parecer afectar – a su aptitud para pronunciarse con total independencia. A este respecto, la independencia judicial procede del principio según el cual nadie puede ser su propio juez. Dicho principio también tiene una importancia que va mucho más allá de las partes en litigio. No sólo las partes litigantes han de confiar en el sistema judicial, sino que también ha de hacerlo la sociedad en su conjunto. Un juez debe estar libre de cualquier relación, prejuicio o influencia abusivos, pero también tiene que parecerlo ante la mirada de un prudente observador, de lo contrario, la confianza en la independencia del poder judicial puede tambalearse.”[footnoteRef:31] [31:  Disponible en: https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Relaciones-internacionales/Relaciones-internacionales-institucionales/Europa/Consejo-Consultivo-de-Jueces-Europeos/n] 

La cuestión es particularmente sensible a nivel del Sistema Interamericano de protección a los Derechos Humanos ya que la independencia es vista no fundamentalmente como una prerrogativa del juez de alejarse de otros poderes públicos o de influencias al interior del propio Poder Judicial. El Sistema Interamericano ha sido majadero en entender la independencia como una garantía del ciudadano y así queda en evidencia en relevantes fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. La Corte en efecto, en el caso Reverón Trujillo vs Venezuela ha señalado que:
“146. El artículo 8.1 reconoce que “[t]oda persona tiene derecho a ser oída[...] por un juez o tribunal [...] independiente”. Los términos en que está redactado este articulo indican que el sujeto del derecho es el justiciable, la persona situada frente al juez que resolverá́ la causa que se le ha sometido. De ese derecho surgen dos obligaciones. La primera del juez y la segunda del Estado. El juez tiene el deber de ser independiente, deber que cumple cuando juzga únicamente conforme a -y movido por- el Derecho. Por su parte, el Estado tiene el deber de respetar y garantizar, conforme al artículo 1.1 de la Convención, el derecho a ser juzgado por un juez independiente. El deber de respeto consiste en la obligación negativa de las autoridades públicas de abstenerse de realizar injerencias indebidas en el Poder Judicial o en sus integrantes, es decir, con relación a la persona del juez específico. El deber de garantía consiste en prevenir dichas injerencias e investigar y sancionar a quienes las cometan.”
Y lo cierto es que la garantía de la independencia se relaciona estrechamente con el debido proceso tal como lo ha señalado la Corte Interamericana en el párrafo 68 del caso Reverón Trujillo vs Venezuela:
“68. El principio de independencia judicial constituye uno de los pilares básicos de las garantías del debido proceso, motivo por el cual debe ser respetado en todas las áreas del procedimiento y ante todas las instancias procesales en que se decide sobre los derechos de la persona. La Corte ha considerado que el principio de independencia judicial resulta indispensable para la protección de los derechos fundamentales, por lo que su alcance debe garantizarse inclusive, en situaciones especiales, como lo es el estado de excepción.”
Señala Humberto Nogueira Alcalá: 
“La independencia judicial busca proteger los derechos e intereses legítimos de las personas contra las actuaciones de terceros, incluido el Estado, es obvio que el órgano jurisdiccional protector de los derechos debe ser independiente en el ejercicio de la función de los órganos políticos, especialmente del gobierno. Asimismo debe ser independiente del poder económico, grupos de presión y de personas. La independencia del Poder Judicial es un elemento básico del Estado de Derecho y del constitucionalismo democrático representativo, el cual se estructura sobre la base de la distribución del poder estatal en órganos diferenciados que desarrollan funciones específicas, uno de cuyos elementos estructurales es la independencia del Poder Judicial.”[footnoteRef:32] [32:  NOGUEIRA ALCALÁ, HUMBERTO (2019) “Derechos Fundamentales y Garantías Constitucionales”, Tomo II, Santiago: Editorial Librotecnia, p. 731.] 

	
	Las fuentes citadas buscan dar cuenta así de la relevancia de los principios de imparcialidad e independencia que informan la labor judicial. Estos principios fundantes han sido seriamente trasgredidos con las actuaciones de la Sra. Vivanco, las que han ocurrido de manera reiterada y evidentemente velada. Los contactos improcedentes con abogados litigantes junto a la omisión en el cumplimiento del deber de declarar tales vínculos son de una entidad que configura el ilícito constitucional de notable abandono de deberes en el caso de la Ministra Ángela Vivanco, siendo procedente, en mérito de este ilícito, así como del conjunto de otros hechos que también configuran dicha causal, su destitución.

CAPÍTULO ACUSATORIO N°2: LA ACUSADA INCURRIÓ EN LA CAUSAL DE NOTABLE ABANDONO DE SUS DEBERES AL CONCRETAR INJERENCIAS INDEBIDAS EN PROCESOS DE DESIGNACIÓN DE DETERMINADOS CARGOS PÚBLICOS

i. HECHOS

Los hechos relativos a las injerencias que la Ministra Vivanco ejecutó en el contexto de distintos procesos de designación de cargos han salido a la luz pública, principalmente, tras conocerse el contenido de las comunicaciones vía WhatsApp entre la Ministra y el abogado Sr. Luis Hermosilla, todo ello en el marco de la investigación penal que se sigue contra este último[footnoteRef:33]. [33:  Nota de prensa del medio CIPER de fecha 7 de septiembre de 2024, disponible en: https://www.ciperchile.cl/2024/09/07/chats-revelan-los-favores-entre-hermosilla-y-la-suprema-vivanco-alguna-posibilidad-de-que-integres-la-sala-penal-manana/] 


	De la misma forma, es parte del cuaderno de remoción de la Ministra la realización de actuaciones e injerencias indebidas en el contexto de procesos de designación de distintos cargos. 

	En primer lugar, la acusada efectúo injerencias indebidas o impropias en la más reciente designación del Fiscal Nacional, lo que se conoció en cuanto comunicaciones entre uno de los postulantes a dicho cargo, el Fiscal Regional de Aysén, y la actual pareja de la jueza, contenidas en las comunicaciones que fueron incautadas al Sr. Hermosilla[footnoteRef:34].  [34:  Nota de prensa del medio CIPER de fecha 15 de junio de 2024, disponible en: https://www.ciperchile.cl/2024/06/15/chats-de-hermosilla-revelan-gestiones-de-la-pareja-de-la-suprema-angela-vivanco-en-la-ultima-nominacion-de-fiscal-nacional/] 


	Efectivamente, se sindica su participación directa en gestiones en favor del Sr. Carlos Palma Guerra, actual Fiscal Regional de Aysén y quien en 2022 buscó integrar la quina que la Corte Suprema debió confeccionar para la designación del Fiscal Nacional, lo que se hace por parte del Presidente de la República con la anuencia del Senado, iniciando un contacto con la magistrada para tales fines. 

Al mismo tiempo se ha acreditado, mediante la evidencia existente en la investigación dirigida contra el abogado Sr. Luis Hermosilla, que el Sr. Palma tuvo distintos contactos tanto con la jueza, como con su pareja, el Sr. Gonzalo Migueles, quienes habrían realizado actuaciones indebidas para concitar apoyo en favor del Fiscal Regional postulante y/o intervenir indebidamente en el proceso de designación. 

La Sra. Vivanco habría recibido en distintas oportunidades al Sr. Palma en su domicilio, verificándose encuentros con abogados y otros ministros de la Corte Suprema en 2022, en los cuales ella fungía como anfitriona con objeto de recabar apoyo para el Fiscal Regional postulante. Luego, como es de público conocimiento, la pareja de la Ministra ofreció al Sr. Palma distintos beneficios con el objeto de que declinase en su postulación a dirigir el Ministerio Público una vez que ya integraba la quina conformada por la Corte Suprema, a la que llegó con el voto favorable de la Sra. Vivanco, puesto que, en aquella etapa del proceso de designación, se buscaba facilitar el nombramiento de quien fuere designado inicialmente por el Presidente de la República, pero finalmente rechazado por el Senado, Fiscal José Morales. 

Además de estas injerencias indebidas en el proceso de designación del Fiscal Nacional, que concluyó a inicios de 2023 con el nombramiento del Sr. Ángel Valencia, la Ministra ejerció idénticas conductas respecto de otras designaciones.

Estas designaciones son las de Conservador de Bienes Raíces de las comunas de Viña del Mar y de Concón, cargos en que fueron nombrados el Sr. Luis Fischer Yávar y el Sr. Carlos Sweet Muñoz, respectivamente. Las injerencias se produjeron en mérito de conversaciones que el Sr. Gonzalo Migueles, como se indicó, pareja de la Sra. Vivanco, sostuvo con el último conservador individualizado para que declinase de su postulación inicial al cargo de Conservador de Viña del Mar. Coincidentemente, resultó designado Conservador con asiento en la comuna aledaña: Concón.

Como bien se dijo, ya en “carrera” para llegar a la Corte Suprema se ha conocido que la Sra. Vivanco tomó, motu proprio, contacto con el Sr. Hermosilla para que éste apoyara su candidatura mediante vínculos con el Gobierno de la época y con otros actores del ámbito judicial involucrados. Las conversaciones vía WhatsApp entre ambos revelan una extensa serie de detalles de los contactos que sostuvieron el abogado y la jueza, los que terminan por evidenciar cómo la magistrada destinaba parte importante de su tiempo a injerir en distintos nombramientos de la índole judicial.

Existe registro así de múltiples conversaciones entre ambas partes en que se abordan nombramientos de jueces y juezas que hubieron de ser hechos en la Corte Suprema y a nivel de Corte de Apelaciones, los que denotan no solo un interés de la Ministra por determinados nombres, sino que la solicitud de intermediaciones y actuaciones para que el resultado de estos procesos de designación ocurriera de una determinada manera.

Así las cosas, la magistrada, desde su arribo al máximo tribunal, desplegó un interés activo por injerir en distintos nombramientos de funcionarios, auxiliares de la Administración de Justicia y jueces, lo que gestionaba y canalizaba con distintos vínculos, tal como consta en las profusas conversaciones vía WhatsApp con el abogado Hermosilla. Es por ello por lo que esta conducta debe ser analizada y entendida como un ilícito constitucional, dada su reiteración, puesto que refleja una situación permanente en el desempeño de la Sra. Vivanco como Ministra del máximo tribunal y no un hecho que pueda ser tenido como puntual. 

De igual gravedad, en el mismo contexto de injerencias indebidas que la Ministra practicó, existe registro de que habría comunicado a su contacto recurrente, el Sr. Hermosilla, un fallo relativo a una causa que involucraba a instituciones policiales. El contenido de la comunicación que así lo evidencia es el siguiente: 

“Vivanco: Hola Luis como te fue con lo conversado?

Hermosilla: Gracias (Por el tenor del comentario siguiente, al parecer ella le envió información que aún no era pública, y que no quedó respaldada en el celular, sobre actuaciones judiciales relacionadas con recursos que afectaban a Carabineros y FF.AA.).

Vivanco: Luis ninguno está publicado aún pero creo que este precedente es súper grave y deja a las ffaa y a carabineros en menos del CDE cuando presenten recursos de protección contra ellos, coméntame que te parecen.

Hermosilla: Clarísimo.”[footnoteRef:35] [35:  Ver nota N°10] 


	Se observa entonces que la Sra. Vivanco, para mantener la “operatividad” de su red de injerencia, incurrió en conductas reñidas con la Probidad con que debía actuar, lo que sin duda se materializó para, a cambio, exigir las intervenciones en favor de sus personas de interés. Esto agrava o demuestra en mucha menor medida que la acusada tenía un compromiso con la realización de injerencias indebidas en los procesos de designación, al estar dispuesta incluso a actuar indebidamente en aspectos procesales o judiciales, tal como es el caso de la revelación de fallos no comunicados, ni hechos públicos, con tal de obtener así las dádivas requeridas. 

        En rigor, no se trata de una gestión aislada en favor de quien, legítimamente pudiese ser considerado por la Ministra Vivanco como merecedor de un cargo en base a cualidades profesionales o personales. Hay una conducta reiterada y sistemática de echar a andar redes en base a una lógica de “quid pro quo” y que buscaba favorecer a terceros con designaciones.

ii. CONFIGURACIÓN DE LA CAUSAL DE NOTABLE ABANDONO DE SUS DEBERES

La conducta de la Sra. Vivanco transgrede la Probidad en la Función Pública, principio que se encuentra previsto en el inciso primero del artículo 8 de la Constitución Política de la República, en los siguientes términos:

“El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones.”

	Esta norma, dada su ubicación en el texto constitucional, situada en el Capítulo I sobre Bases de la Institucionalidad, fija un principio rector en el ordenamiento institucional que se extiende a todos los roles y cargos públicos que puedan ser servidos, indistintamente del Poder del Estado en que se inserten. De allí que se remita al ejercicio de “las funciones públicas”. Sin lugar a duda, esto incluye a los funcionarios y miembros del Poder Judicial[footnoteRef:36]. [36:  Libro Probidad y Transparencia en el Poder Judicial, 2022, p. 61.] 


	Por su parte, la Ley N°20.880, sobre Probidad en la Función Pública y prevención de los conflictos de intereses, da consistencia sustantiva al Principio de Probidad consagrado a nivel constitucional, planteándolo de la siguiente manera en el inciso segundo de su artículo 1:

“El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable, un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.”

	En cuanto al alcance de esta exigencia, el inciso primero del artículo 2 de la misma legislación refiere lo que sigue: 

“Todo aquel que desempeñe funciones públicas, cualquiera sea la calidad jurídica en que lo haga, deberá ejercerlas en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con estricto apego al principio de probidad.”

	La Corte Suprema, de igual manera, ha incluido a la Probidad en el conjunto de principios de ética judicial que rigen el obrar de los jueces e integrantes del Poder Judicial, enlazándolo aún más directamente con el obrar en la Administración de Justicia, de la siguiente forma, en el artículo 2 del Auto Acodado contenido en el Acta N°262 de 2007 del Pleno de la Excelentísima Corte Suprema: 

“Probidad. Toda persona que integre el poder judicial debe actuar con rectitud y honestidad, procurando prestar servicio satisfaciendo el interés general de la Justicia y desechando todo provecho o ventaja personal que pueda lograr por sí o a través de otras personas. 

Esta obligación exige abstenerse de mostrar interés por asuntos de que conozca o pueda conocer un tribunal, interceder o intervenir en cualquier forma a favor o en contra de persona alguna cualquiera que sea la naturaleza del juicio o gestión de que se trate. Ella comprende también los concursos, nombramientos, calificaciones, traslados y demás materias relativas al personal del Poder Judicial.”

	Puede extraerse entonces que la previsión constitucional, legal y disciplinaria del Principio de Probidad recogen su contenido mínimo común, cual es el imperativo de obrar con preminencia del interés colectivo por sobre el particular[footnoteRef:37], sin embargo, el desarrollo judicial del Principio y a la vez deber, cuyo alcance ha sido fijado mediante Auto Acordado de la Corte Suprema, es aún más explícito al exigir que los jueces se abstengan ya de mostrar interés en asuntos a los cuales asimila los concursos y nombramientos del personal.  [37:  Ibidem, p. 59.] 


	En las antípodas, la Sra. Vivanco abandonó el deber de Probidad en la función que desempeña al mantener una conducta constantemente interesada en el favorecimiento de sus contactos cercanos, tanto en nombramientos de índole judicial, como ajenos a esta, disponiendo en consecuencia una preminencia del interés particular de su persona y cercanos por sobre el interés común. El interés común, en esta materia, exigía la conducta opuesta por parte de la magistrada, cual era mantenerse ajena a los procesos de designación y ejercer el rol que le cabía en determinados de ellos (el del Fiscal Nacional) de manera objetiva, independiente e imparcial).

	Esta conducta, como fue dicho, ha sido constante en la Ministra, dando cuenta de cómo el incumplimiento o abandono del deber de Probidad en la función pública que desempeña adquiere una entidad de seriedad y gravedad que permiten colegir el ilícito constitucional de abandono de deberes en que ha incurrido. 

	También se ha hecho manifiesto que la Sra. Vivanco filtró acuerdos o proyectos de acuerdo de fallos, sin que resulte claro si correspondían a instancia de Corte de Apelaciones o a la Corte Suprema. Con todo, los fallos son públicos desde el día de su notificación, mediante la forma de notificación que fuere procedente, y no antes de ello, tal como fluye de las normas sobre acuerdo de fallos previstas en el Párrafo 2 del Título V del Código Orgánico de Tribunales, las que son aplicables a la Excelentísima Corte Suprema por expresa mención del artículo 103 del mismo Código. Esta conducta agrava la vulneración a la Probidad Judicial, dejando de manifiesto nuevamente el alcance que cobran las injerencias y concesiones hechas por la Sra. Vivanco. 

	Por ello, se plantea que es ineludible la configuración de la responsabilidad constitucional de la Ministra Vivanco, dada la alta investidura que desempeña y la continuidad o permanencia de sus conductas, habiendo concretado injerencias indebidas en el marco de múltiples procesos de designación de cargos tanto del ámbito judicial, como distintos de este, haciéndose en consecuencia necesario el ejercicio de una acción de ultima ratio como la que aquí se formula.




ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL CONTRA EL SR. SERGIO MUÑOZ GAJARDO, MINISTRO DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA, POR HABER ESTE INCURRIDO EN LA CAUSAL DE NOTABLE ABANDONO DE SUS DEBERES.

CAPÍTULO ACUSATORIO N°1: EL ACUSADO INCURRIÓ EN LA CAUSAL DE NOTABLE ABANDONO DE SUS DEBERES AL ANTICIPAR UN FALLO QUE PRODUCIRÍA EFECTOS PATRIMONIALES IMPORTANTES RESPECTO DE SU HIJA Y NO MANIFESTAR LA INHABILIDAD EN UNA CAUSA CON INTERÉS PATRIMONIAL

i. HECHOS

Los hechos en que se funda el libelo y que dan pie según los firmantes a la causal de notable abandono de deberes radican en la responsabilidad constitucional del Ministro Muñoz al haber comentado el contenido de una sentencia que se encontraba en acuerdo y cuyo contenido aún no era público con una finalidad con efectos patrimoniales en su hija y el haber conocido y fallado una causa en donde el interés patrimonial de una persona de parentesco directo resultaba tan evidente y por ende correspondía inhabilitarse en la causa.
Es decir, se entiende que hay una conducta de notable abandono de deberes en cuanto:
· El Ministro Muñoz comenta el contenido de una sentencia que se encontraba en acuerdo con una finalidad patrimonial en una descendiente directa. 
· El Ministro Muñoz conoció y falló una causa en donde existía un deber evidente de inhabilitarse dado el interés patrimonial de su hija.
Lo anterior importa un aspecto fundamental de los argumentos planteados por los acusadores que suscribimos, ya que es particularmente el hecho de haberse sabido el contenido de la sentencia por parte de la jueza Muñoz, a instancia del Ministro Muñoz lo que genera el reproche que en esta instancia se alega, así como el haber conocido y resuelto en dicho asunto en donde existía una obligación de abstención.
Se hace la prevención toda vez que la responsabilidad constitucional no radica en la relación de parentesco ni en la comunicación cotidiana que pueda tener el Ministro Muñoz con su hija en el marco de la operación que ella realizaba sobre la compraventa del inmueble en cuestión. De hecho, el propio magistrado implícitamente reconoce dicha comunicación cuando sostiene mediante diversos medios de comunicación: “si alguna recomendación le he expresado es que no adquiera departamentos por cuanto es una eventualidad su arriendo. Ante mi parecer contrario a estas operaciones, mi hija no me ha participado de estos últimos contratos”[footnoteRef:38]. [38: https://www.latercera.com/pulso/noticia/la-defensa-del-juez-munoz-en-el-caso-fundamenta-no-comento-al-interior-de-mi-familia-los-procesos-en-que-participo-como-ministro/TOE55JWL2ZGUZEOFAH4SQLNF5A/] 

En efecto, ya el pasado 23 de julio se presentó una denuncia en contra del Ministro Sergio Muñoz Gajardo, ante la comisión de Ética de la Excelentísima Corte Suprema, por la filtración de información confidencial y la anticipación de un fallo que produciría efectos patrimoniales importantes respecto de su hija, la jueza titular del 12° Juzgado de Garantía de Santiago, Graciel Muñoz Tapia.
El caso gira en torno al proyecto inmobiliario Egaña Sustentable o Egaña – Comunidad Sustentable, de la inmobiliaria Fundamenta, avaluado en US $300 millones y que considera la ejecución de cuatro edificios en la comuna de Ñuñoa. Estas torres, incluirían 1.752 departamentos, 24 locales comerciales, 198 oficinas y 2.141 estacionamientos y 1.072 bicicleteros (según se informa en el recurso de casación de la constructora). En dicho proyecto, el 26 de junio del año 2020, “la abogada e hija del ministro Sergio Muñoz, Graciel Alejandra Muñoz Tapia, firmó una promesa de compraventa por el departamento 807 A, la bodega 785 y el estacionamiento 946 del proyecto Eco Egaña Poniente”[footnoteRef:39]. [39:  Fuente: https://www.latercera.com/pulso/noticia/el-caso-fundamenta-impacta-en-la-suprema-empresa-pide-inhabilitar-a-juez-munoz-y-abogados-renuncian-a-defensa-de-la inmobiliaria/RQH4VNBPRBBCXHTAEL255KQWRE/] 

Sin embargo, dicho proyecto habría visto paralizadas sus obras desde el 18 de abril de 2022, cuando la Comisión de Evaluación Ambiental (COEVA) de la Región Metropolitana la calificó desfavorablemente. Dicho proyecto llegó al conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema el día 10 de enero de 2022, cuando el Segundo Tribunal Ambiental notificó al máximo tribunal de un recurso de casación, en la forma y en el fondo, presentado por Plaza Egaña SpA, contra de la sentencia del Segundo Tribunal Ambiental de fecha 25 de noviembre de 2021, que anuló parcialmente la aprobación ambiental del proyecto inmobiliario. Se acompaña documento con la notificación del Segundo Tribunal Ambiental a la Excelentísima Corte Suprema, de fecha 10 de enero de 2022. 
Durante la sustanciación del recurso de casación, el 19 de octubre de 2022 las partes realizaron sus alegatos ante el máximo tribunal de la República, quedando la causa en estado de acuerdo el mismo día. El acuerdo fue alcanzado por los ministros Sergio Muñoz, Ángela Vivanco, Adelita Ravanales, Jean Pierre Matus y la abogada integrante María Angélica Benavides.
Se hace la mención sobre el punto, que el solo hecho de no haberse inhabilitado en la causa ya constituye según nuestro entender un notable abandono de deberes, toda vez que el interés patrimonial con una persona con una relación directa era de tal evidencia, que resulta difícil concebir que no hubiese sabido, más aún cuando conforme al segundo capítulo acusatorio en contra del Ministro Muñoz da cuenta que incluso residía junto a su hija.
Estando pendiente la causa judicial, a finales de octubre de 2022, la jueza Graciel Muñoz, habría llamado a la jefa de proyectos de la inmobiliaria Fundamenta, Valentina Riquelme, para expresarle preocupación por la paralización del proyecto inmobiliario.
En paralelo, y según consta en el folio N°53 de la Causa, el día 7 de noviembre de 2022, la abogada integrante María Angélica Benavides, había hecho entrega del borrador del fallo a los demás miembros de la Tercera Sala de la Corte Suprema, quienes habían tomado el acuerdo.
El 28 de noviembre, estando aún pendiente la publicación del fallo en estado de acuerdo, habrían vuelto a conversar Valentina Riquelme y Graciel Muñoz. Esta última le habría dicho a la Ejecutiva: “Mi papá me recomendó que moviera esas platas del proyecto”[footnoteRef:40]. Lo anterior, sería del todo posible, debido a que el ministro supremo, don Sergio Muñoz, ya tenía en su conocimiento el acuerdo del fallo e incluso el borrador del mismo, lo que permitiría haber adelantado información sobre el resultado del juicio a su hija, quien tenía parte importante de su patrimonio invertido en ambos departamentos. [40:  Consta en declaración jurada de Valentina Riquelme, protocolizada en la 42° Notaría de Santiago del Notario Álvaro González (Fuente: https://www.latercera.com/pulso/noticia/el-caso-fundamenta-impacta-en-la-suprema-empresa-pide-inhabilitar-a-juez-munoz-y-abogados-renuncian-a-defensa-de-la-inmobiliaria/RQH4VNBPRBBCXHTAEL255KQWRE/).] 

A mayor abundamiento, la jefa de proyectos habría advertido a su clienta Graciel Muñoz, que, según el contrato de promesa convenido, sólo era posible retrotraer la promesa de compraventa tras el pago de una multa. Ante los dichos de la ejecutiva, la jueza habría insistido diciendo: “Mi idea es poder hacer cambios de la manera más amistosa. Mira, este proceso puede durar años y no creo que quiera ni pueda esperar tanto y te lo digo con conocimiento, no porque yo sea abogada, sino porque mi papá es el que ve todo este tema, ya que participa en la Corte Suprema.”[footnoteRef:41] [41:  Ídem. ] 

Se puede agregar como antecedente, que tras los dichos de la clienta Graciel Muñoz, el 22 de diciembre de 2022, la inmobiliaria Fundamenta (a través de Plaza Egaña SpA) alegó la implicancia del ministro Muñoz, solicitando inhabilitarlo para la resolución del caso. En tal recurso, se alegó la inhabilidad para conocer del juicio por los numerales 1° y 8° del artículo 195 del Código Orgánico de Tribunales, es decir, “1°) Ser el juez parte en el pleito o tener en él interés personal, salvo lo dispuesto en el N° 18 del artículo siguiente;” y “8°) Haber el juez manifestado su dictamen sobre la cuestión pendiente, con conocimiento de los antecedentes necesarios para pronunciar sentencia;”. 
Dicha recusación fue revisada por la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, bajo el rol N°18.677-2022. Según consta públicamente en el folio N° 11 de dicha causa, recién el día 11 de enero de 2023, el ministro don Sergio Muñoz evacuó traslado respecto a su recusación, aceptando esta última por la causal establecida en el artículo 196 N°5 del Código Orgánico de Tribunales (“5° Ser el juez deudor o acreedor de alguna de las partes o de su abogado; o serlo su cónyuge o conviviente civil o alguno de sus ascendientes, descendientes o parientes colaterales dentro del segundo grado”). En otras palabras, pasaron 84 días desde que el ministro Muñoz presenció los alegatos de la causa el 19 de octubre de 2022, y cuando aceptó su recusación el 11 de enero de 2023. 
En el mismo escrito en que evacuó traslado, el ministro Muñoz señaló que recién el 22 de diciembre, “con motivo de una publicación periodística, consulté a mi hija Graciel Alejandra Muñoz Tapia, sobre su vinculación comercial con la empresa Plaza Egaña SpA”. 
Finalmente, la solicitud de recusación fue resuelta y acogida el 30 de enero de 2023 por la Corte de Apelaciones de Santiago. Con dicha sentencia, recién el 15 de febrero de 2023, la Tercera Sala de la Corte Suprema tuvo por inhabilitado al ministro Muñoz, y dejó sin efecto la audiencia de vista de la causa del día 19 de octubre de 2022, exigiendo retrotraer lo autos al estado de relación. 
Tras acogerse la inhabilitación del ministro, don Sergio Muñoz se defendió señalando: “Mi hija Graciel Muñoz tiene una vida propia, tomando autónomamente sus propias determinaciones (…) si alguna recomendación le he expresado es que no adquiera departamentos por cuanto es una eventualidad su arriendo. Ante mi parecer contrario a estas operaciones, mi hija no me ha participado de estos últimos contratos”[footnoteRef:42]. [42: https://www.latercera.com/pulso/noticia/la-defensa-del-juez-munoz-en-el-caso-fundamenta-no-comento-al-interior-de-mi-familia-los-procesos-en-que-participo-como-ministro/TOE55JWL2ZGUZEOFAH4SQLNF5A/] 

En tal sentido corresponde insistir en que el notable abandono de deberes se observa en dos conductas. Por una parte, en haber comunicado el contenido del fallo, pero, además, en haber conocido y resuelto un asunto en donde el deber era el de abstención.
Más allá que evidentemente la relación personal con su hija constituye aspectos de la vida privada, resulta evidente también que el reproche constitucional apunta al hecho que la labor pública que realiza el Magistrado y su rol como Ministro de la Corte Suprema ha sido antecedente en este caso para la comunicación que ha tenido con ella. Tanto es así, que implícitamente el Magistrado reconoce que la promesa de compraventa ha sido materia de conversación, no obstante haber llegado la causa a su conocimiento.
Finalmente, el pasado 1 de marzo de 2023, la Tercera Sala de la Corte Suprema, en la causa rol N°1.085-2022, acogió el recurso de casación en la forma deducido por Plaza Egaña SpA, dictando una sentencia de reemplazo, con la exclusión del ministro Muñoz.
Se puede agregar como antecedente que el patrimonio inmobiliario de la jueza Muñoz ha experimentado una variación importante desde su primera declaración de intereses y patrimonio, del 27 de abril de 2017, cuando declaró tener 7 inmuebles en plena propiedad, por un avalúo fiscal total de $123.807.958. Actualmente, en su última declaración del 26 de junio de 2024, declara tener 24 inmuebles por un total de $576.126.803. Esto refleja un aumento del 365% en sus activos inmobiliarios, que se traduce en un aumento del 247% de su patrimonio (descontando el incremento de sus pasivos).  
Cabe hacer presente al respecto que existen dos elementos vitales para el fundamento del libelo que destacan en la conducta descrita
En primer lugar, es el hecho propiamente tal de haberse comunicado con su hija para advertirle el contenido de la sentencia. Para lo anterior consta la declaración jurada de Valentina Riquelme, la ejecutiva del proyecto Fundamenta con quien se comunicó la jueza Muñoz, protocolizada en la 42° Notaría de Santiago del Notario Álvaro González. De dicha conducta se desprende además que el Ministro Muñoz estaba al tanto de la operación que realizaba su hija e igualmente conoció y resolvió sobre el asunto.
Pero por otra parte se destaca por nuestra parte, el móvil u objetivo detrás de dicha conducta, y que no es otro que el efecto patrimonial en su hija, la jueza Graciel Muñoz. No tiene otro objetivo más que evitar un detrimento en su patrimonio el que la jueza se retrotraiga de la promesa, como de hecho pareciera haberlo hecho según la declaración jurada citada.
A modo de resumen se pueden advertir los siguientes hechos a propósito de lo conocido en virtud de los antecedentes que se disponen:
· La jueza Muñoz, hija del Ministro Muñoz, firmó una promesa de compraventa sobre un inmueble que llegó a conocimiento de la Corte Suprema.
· El Ministro Muñoz, ya firmada dicha promesa, conoció y resolvió de dicho asunto.
· La jueza Muñoz se comunicó con la inmobiliaria manifestando tener información sobre el fallo encontrándose la causa en estado de acuerdo.
· La jueza Muñoz se quiso retrotraer de la promesa de compraventa en virtud del contenido del fallo, el cual aún no era público.
· Solo a instancia de la recusación alegada por la inmobiliaria el Ministro Muñoz se inhabilitó para resolver el asunto, lo cual ocurre con posterioridad a los hechos descritos, esto es, que el Ministro Muñoz conoció y resolvió y que la jueza Muñoz manifestó su intención de dejar sin efecto la promesa debido a que su padre le recomendó que lo hiciera.

ii. CONFIGURACIÓN DE LA CAUSAL DE NOTABLE ABANDONO DE SUS DEBERES

Ahora bien, corresponde analizar la responsabilidad constitucional del Ministro Muñoz en el caso concreto, es decir, explicar cómo los intervinientes entendemos que procede la causal de notable abandono de deberes en esta conducta específica descrita con anterioridad.
Para ello es conveniente tener a la vista dos elementos fundamentales. Por una parte, los elementos que hemos precisado en cuanto a la causal de notable abandono de deberes. Y por otra parte, entender o interpretar específicamente la conducta que se alega como fundamento de la responsabilidad.
En lo concerniente al notable abandono de deberes, a modo de conclusión podemos señalar que:
· Es un concepto dinámico que admite varias acepciones.
· Es el Congreso Nacional, a través de la Acusación Constitucional el que interpreta su contenido.
· Tiene como límite la revisión de fallos resueltos por los Magistrados, es decir el criterio jurídico aplicado, ya que ello forma parte de la Independencia de los Tribunales de justicia.
· La conducta se enmarca dentro del ejercicio de sus funciones en cuanto Ministro de la Corte Suprema.
Bajo este entendido entonces, es necesario analizar si efectivamente la conducta descrita por el Ministro Muñoz es notable abandono de deberes según nuestro parecer, para lo cual se hace necesario analizar cada uno de los elementos citados en la parte general de esta presentación.
En dicho contexto, una primera consideración que es necesario recalcar es que bajo ningún supuesto estamos hablando de la revisión de un fallo ni de su contenido, y bajo dicho supuesto se admitiría la conducta bajo la causal analizada.
Tal como se analiza profusamente en la primera parte de este libelo, el notable abandono de deberes tiene una exclusión manifiesta tanto en la propia Constitución cuando consagra la independencia del Poder Judicial y por consiguiente limita la función jurisdiccional exclusivamente a los tribunales de justicia establecidos en la ley, como en la historia fidedigna de la Constitución cuando se precisa que esta causal no puede involucrar la revisión o contenido de lo que resuelven los tribunales de justicia, como también lo ha entendido la doctrina o la propia Cámara de Diputados cuando ha resuelto otras acusaciones constitucionales contra Ministros de los tribunales superiores de justicia, y que no es sino que el notable abandono de deberes no puede fundarse en contenido de un fallo o criterio jurídico con que el tribunal ha resuelto.
Dicho lo anterior y como ya se ha sostenido, el hecho que funda la presentación del libelo acusatorio radica en la conducta del Ministro Muñoz de haber comentado el contenido del fallo con su hija, la jueza Muñoz, con una clara intención patrimonial, además de haber conocido y resuelto una causa en donde el interés patrimonial con una persona de parentesco era evidente.
Lo anterior denota una serie de otros elementos igualmente reprochables según el parecer de los acusadores como que a pesar de haber sabido de la operación realizada por su hija (tanto es así que incluso reconoce haber comentado su opinión a ella sobre la conveniencia de hacerlo sin precisar fecha) igualmente conoció y resolvió el asunto.
Por otra parte, cabe precisar otro elemento que resulta evidente, y es que las conductas atribuidas al Ministro Muñoz que fundan la responsabilidad constitucional por notable abandono de deberes se enmarcan en el ejercicio de sus funciones. Es decir, no estamos en presencia de actos o conductas que se atribuyan en la esfera de la vida privada o de conductas separables de su función como Ministro de la Corte Suprema.
Al respecto, se podría sostener como punto de oposición que la comunicación con una persona de parentesco como lo es la hija efectivamente podría involucrar aspectos de la vida privada y que nada tienen de relación con la esfera de sus atribuciones, sin embargo, lo reprochable no es la comunicación, sino el contenido y la intencionalidad con que se sostiene.
Sobre el punto, y conforme lo señalado, la conducta se enmarca precisamente en el ejercicio de sus funciones cuando es precisamente su cargo la razón por la cual tiene acceso a información que luego su hija alude para tomar una decisión con efecto patrimonial (intención de dejar sin efecto la promesa de compraventa).
Por otra parte, de acuerdo con la fecha de la declaración jurada de la funcionaria de la inmobiliaria, es solo a instancia de la inmobiliaria Fundamenta que el Ministro Muñoz se inhabilita de conocer y resolver, pero que ello había ocurrido con posterioridad a la comunicación entre la jueza y el Ministro Muñoz.
Es decir, resulta nítido que se cumple al menos con el requisito mencionado a propósito del notable abandono de deberes, es decir, la conducta que genera la responsabilidad constitucional no dice relación en ningún sentido con el contenido del fallo ni con el criterio jurídico aplicado. Tanto es así, que en la sentencia de reemplazo el Ministro Muñoz ni siquiera participa por haber sido recusado a dicha altura, sino que es el comportamiento en dicho contexto, la comunicación con su hija con un efecto patrimonial, el que funda la acusación constitucional.
Más allá del mérito que se pueda precisar o alegar sobre los fundamentos o razones del libelo acusatorio, resulta evidente que no existe reproche al contenido propio de un fallo ni criterio jurídico aplicado, lo cual se respeta y consagra de manera exclusiva a la función jurisdiccional ejercida por los tribunales de justicia establecidos en la Constitución y la ley.
Por otra parte, conviene analizar dos elementos relativos al notable abandono de deberes de manera conjunta, y que son su carácter dinámico y que el contenido lo determina el Congreso Nacional mediante esta herramienta, es decir, la acusación constitucional.
El dinamismo del concepto y que cómo se ha expresado, admita variadas acepciones, sumado al hecho que es el Congreso Nacional quien determina su mérito en virtud de los antecedentes, no implica que el Congreso Nacional pueda actuar de manera arbitraria, es decir, carente de todo fundamento, más aun teniendo presente que la decisión que toma podría implicar la sanción de inhabilidad para el ejercicio de funciones públicas por el periodo de cinco años, pero sí importa un margen de apreciación para que se interprete el contenido.
En tal sentido, la pregunta que cabe realizarse es si resulta razonable que el Congreso Nacional admita como notable abandono de deberes el haberle comunicado a una persona con relación de parentesco mérito sobre una causa en la que dicha persona tenía interés, y efectivamente pareciera que sí.
Lo anterior además se suma a un contexto en donde la transparencia y probidad se encuentran en manifiesta crisis, particularmente al interior de la Corte Suprema por todos los hechos de público conocimiento, lo cual efectivamente es un antecedente que la Cámara de Diputados, como órgano de carácter esencialmente político, debe tener a la vista.
Estamos en presencia en primer lugar de hechos objetivos, es decir hay conductas atribuibles al Ministro Muñoz. Se puede aludir al respecto tanto a la declaración de la propia Jueza Muñoz en donde señala que se ha comunicado con su padre cuando sostiene en virtud de la declaración jurada de Valentina Riquelme:
· “Mi papá me recomendó que moviera esas platas del proyecto”.
· “Mi idea es poder hacer cambios de la manera más amistosa. Mira, este proceso puede durar años y no creo que quiera ni pueda esperar tanto y te lo digo con conocimiento, no porque yo sea abogada, sino porque mi papá es el que ve todo este tema, ya que participa en la Corte Suprema.”.
Pero, además, están los hechos públicos y notorios que se desprenden en virtud de las fechas en que suceden los acontecimientos, y es que el Ministro Muñoz conoció y resolvió de un asunto en donde una persona de parentesco (su hija) tenía un interés patrimonial comprometido y que de hecho se había comunicado con ella en relación con dicha materia, cuando el propio Ministro acusado señala:
· “Si alguna recomendación le he expresado es que no adquiera departamentos por cuanto es una eventualidad su arriendo. Ante mi parecer contrario a estas operaciones, mi hija no me ha participado de estos últimos contratos”.
Efectivamente, la promesa de compraventa data del 26 de junio del año 2020. Luego, el Segundo Tribunal Ambiental de Santiago notifica a la Corte Suprema del recurso de casación el día 10 de enero de 2022. Posteriormente, el 19 de octubre de 2022 la Corte Suprema escucha los alegatos (incluido el Ministro Muñoz) quedando la causa en estado de acuerdo.
Luego, la comunicación que consta en la declaración jurada de Valentina Riquelme con la jueza Muñoz habría tenido fecha 28 de noviembre de 2022, en virtud de la cual el 22 de diciembre de 2022 la inmobiliaria presentó la recusación del Ministro Muñoz, la cual fue acogida el 30 de enero de 2023, ordenando retrotraer la causa hasta su vista en octubre de 2022. Finalmente, el 1 de marzo de 2023 la Tercera Sala vuelve a tener la vista y en definitiva acoge el recurso de casación, dictando sentencia de reemplazo.
Es decir, resulta irrefutable que:
· La jueza Muñoz quiso dejar sin efecto la promesa de compraventa aludiendo que su padre le habría recomendado cuando él ya había conocido del asunto.
· El Ministro Muñoz conoció y resolvió un recurso de casación sobre un asunto en el que su hija tenía un interés patrimonial evidente.
Es sobre los hechos recién descritos a los que los acusadores damos cómo mérito para haber infringido la Constitución en cuanto notable abandono de deberes.
La gravedad de la conducta radica en la forma manifiesta en que se infringe la imparcialidad del juzgador en primer lugar al conocer de una causa en la que existe un interés patrimonial de su hija de manera evidente, y además, en la fe pública y probidad quebrantada al comunicarse con su hija sobre el contenido de un asunto cuyo contenido aún no era público y en el que ella efectivamente tenía un interés pecuniario evidente.
De modo tal que, de acuerdo a los antecedentes mencionados en este capítulo acusatorio, así como el análisis de la causal de responsabilidad constitucional que recae en los Ministros de la Corte Suprema, se considera mérito suficiente para la presentación de este libelo acusatorio, atendido que se cumplen con los elementos para sostener que la conducta en la que ha recaído el Ministro Sergio Muñoz constituye notable abandono de deberes.

CAPÍTULO ACUSATORIO N°2: EL ACUSADO INCURRIÓ EN LA CAUSAL DE NOTABLE ABANDONO DE SUS DEBERES AL NO EJERCER FUNCIONES CORRECCIONALES Y OMITIR DENUNCIAR LA FALTA DE SU HIJA QUIEN DESEMPEÑÓ SU FUNCIÓN JUDICIAL FUERA DEL TERRITORIO JURISDICCIONAL

i. HECHOS

Hace 196 años, ya la Constitución de 1828 proclamaba que era un poder-deber de la Corte Suprema “[e]jercer la superintendencia directiva, correccional, consultiva i económica sobre todos los tribunales i juzgados de la nación” (artículo 96 N° 10). Dicho enunciado se mantiene prácticamente en los mismos términos en la Constitución vigente, que dispone en el primer inciso de su artículo 82: “La Corte Suprema tiene la superintendencia directiva, correccional y económica de todos los tribunales de la Nación. Se exceptúan de esta norma el Tribunal Constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones y los tribunales electorales regionales.”
Esto cobró particular relevancia en la práctica durante la pandemia por la situación específica de la jueza Graciel Muñoz Tapia, hija del Ministro Sergio Muñoz. 
Bien es sabido que los jueces tienen un deber de residencia en el lugar donde prestan servicios, según exige el Código Orgánico de Tribunales en su artículo 311: 
“Los jueces están obligados a residir constantemente en la ciudad o población donde tenga asiento el tribunal en que deban prestar sus servicios.
Sin embargo, las Cortes de Apelaciones podrán, en casos calificados, autorizar transitoriamente a los jueces de su territorio jurisdiccional para que residan en un lugar distinto al de asiento del tribunal.”
Sin perjuicio de lo anterior, la jueza Graciel Muñoz habría trabajado durante meses de la pandemia desde el extranjero, ejerciendo funciones jurisdiccionales fuera del territorio de la República. Según reveló el reportaje “Privilegio supremo: hija de ministro Sergio Muñoz realizó teletrabajo como jueza desde Italia”, del 13 de junio de 2023, “a mediados de abril del 2021, Graciel habría salido del país con destino a la península ibérica. Las mismas fuentes comentan que su viaje se habría extendido por más de siete meses, regresando en diciembre de dicho año a territorio nacional. Al mismo tiempo, durante ese periodo, al analizar algunas causas públicas a través de la Oficina Judicial Virtual del Poder Judicial, se puede ver que la magistrada trabajaba dirigiendo y resolviendo audiencias y proveyendo escritos.”[footnoteRef:43]  [43:  Fuente: https://www.biobiochile.cl/especial/bbcl-investiga/noticias/reportajes/2023/06/13/privilegio-supremo-jueza-e-hija-de-ministro-sergio-munoz-realizo-teletrabajo-desde-italia.shtml] 

Estos hechos están siendo investigados por la Fiscalía Metropolitana Centro Norte, por una eventual falsificación de instrumento público por parte de la jueza del 12° Juzgado de Garantía, que habría afirmado en una declaración jurada, que su único domicilio estaba en la Comuna de Santiago. La investigación se habría abierto tras una denuncia “presentada por la ONG Quiero Vivir Sin Delincuencia y Sin Corrupción, cuyo presidente y representante legal es Esteban Infante”[footnoteRef:44]. [44:  Fuente: https://www.emol.com/noticias/Nacional/2024/09/14/1142777/fiscalia-investigacion-jueza-supremo-denuncia.html] 

Lo anterior si bien resulta otra sede a la que se sigue en el libelo acusatorio es evidentemente un hecho relevante, toda vez que si bien no se pretenden perseguir delitos mediante una Acusación Constitucional, en el caso de resultar cierto lo que funda la investigación de la Fiscalía Metropolitana Centro Norte, se estaría ante hechos ocultados u omitidos por parte del Ministro Sergio Muñoz, Ministro de la Corte Suprema, que involucraba delito por parte de una jueza titular de un juzgado de garantía.
La referida circunstancia sí fue objeto de una investigación sumaria, a cargo de la fiscal Tita Aránguiz Zúñiga, quien habría logrado esclarecer a la Ilustrísima Corte de Apelaciones de San Miguel, que:
“la jueza estuvo fuera de Chile tres meses en 2020; siete meses en 2021; cinco meses y medio en 2022; y cinco meses en 2023. (20 meses y medio en total). 
El 3 de octubre de 2022, para continuar con el teletrabajo, la jueza suscribió una declaración jurada declarándose “grupo de riesgo” de Covid–19 por compartir residencia con su madre adulta mayor y que su “único domicilio” estaba en la comuna de Las Condes.”[footnoteRef:45] [45:  Fuente: https://www.ex-ante.cl/la-investigacion-que-termino-con-una-amonestacion-privada-a-graciel-munoz-hija-del-juez-munoz-pese-a-duro-informe-de-fiscal/] 

La referida declaración jurada habría señalado: “Declaro bajo juramento que tengo estricta necesidad de mantener trabajo telemático, resultando imposible o peligroso para mi salud asistir de manera presencial (…) declaro bajo juramento ser la única persona responsable del cuidado del adulto mayor, sin contar con la ayuda o colaboración de un tercero y que compartimos domicilio con mi padre que también es adulto mayor. Vivimos los 3 juntos.”[footnoteRef:46] [46:  Ídem. ] 

Es decir, la jueza habría reconocido que, habiendo sido cohabitante con su padre, ministro de la Excelentísima Corte Suprema, habría decidido viajar al extranjero y continuar sus labores judiciales desde Europa. Además, según lo ha revelado la prensa, “[d]urante los cuatro años, Muñoz no solicitó autorización a sus superiores ni informó que estaba trabajando vía remota desde el extranjero”[footnoteRef:47]. Como resultado de la investigación, la fiscal Aránguiz propuso como sanción la “suspensión de funciones por el plazo de un mes con el pago de media remuneración”[footnoteRef:48], formulando tres cargos:  [47:  Ídem.]  [48:  Ídem. ] 

“1) haber realizado sus labores fuera de los límites establecidos por la Constitución sin autorización; 
2) haber informado su domicilio en Chile, pese a que sólo estuvo en ocasiones en el país; y 
3) Poner en riesgo al Poder Judicial como empleador frente a posibles accidentes laborales.”[footnoteRef:49] [49:  Ídem. ] 

Sin perjuicio de la propuesta, en sesión del 28 de marzo de 2024, la Ilustrísima Corte de Apelaciones de San Miguel, en una decisión dividida, resolvió aplicar una medida de amonestación privada como sanción.  En dicho fallo, la Corte habría hecho reproches por el supuesto rol en los cuidados ejercidos por la investigada: “el rol de cuidadora declarado por la investigada no ha sido acreditado y se encuentra contradicho por los propios asertos de la jueza señora Muñoz, quien no demostró que se encontraba directa y sostenidamente a cargo de su madre, tampoco fue demostrado que la progenitora la acompañaba en sus viajes al extranjero, de manera de ejercer como su cuidadora”[footnoteRef:50]. Además, manifiestan un reproche por no informar que realizaría su trabajo desde el extranjero, lo cual afectaría “los principios de la ética judicial, en especial el principio de integridad”[footnoteRef:51].  [50:  Ídem. ]  [51:  Ídem. ] 

Sin perjuicio de la claridad de los hechos imputados, la Ilustrísima Corte de Apelaciones sólo habría acogido cargos relativos a haber informado su domicilio en Chile, pese a haber trabajado desde el extranjero. Tal como lo ilustra el medio EX-ANTE, la sanción generó diversas discrepancias entre los ministros:
“La presidenta de la Corte de Apelaciones de San Miguel, Alejandra Pizarro, y la jueza Liliana Mera, votaron en contra de aplicar sanciones y pidieron absolver de todos los cargos a la magistrada ya que consideran que no hubo falta a la ética. (...)
Por el contrario, las juezas Sylvia Pizarro y Claudia Lazen, señalaron que eran partidarias de aplicar la sanción propuesta por la fiscal de suspensión de un mes por los tres cargos imputados.
La jueza María Soledad Espina planteó aplicar 15 días de suspensión, debido a la gravedad del primer y segundo cargo.
La jueza Carolina Catepillán propuso una censura por escrito, ya que consideró acreditados todos los cargos.
El juez Edwin Quezada consideró que debía ser sancionada por el primer cargo y no así por el segundo.
El juez Leonardo Varas también acogió el primer cargo al no cumplir el deber de residencia.”[footnoteRef:52] [52:  Ídem.] 

Se deja constancia que el expediente de la causa por responsabilidad disciplinaria, rol Pleno N°1.229 – 2023, ante la Ilustrísima Corte de Apelaciones de San Miguel, se encuentra reservada en el sitio web del Poder Judicial. 
Además, se deja constancia de que con fecha 7 de diciembre de 2023, doña Graciel Muñoz Tapia, en el rol 15.005-23-INA, solicitó al Tribunal Constitucional la declaración de la inaplicabilidad del artículo 311 del Código Orgánico de Tribunales, “con el fin de que se declare su inaplicabilidad en el procedimiento disciplinario actualmente en tramitación ante la Ilustrísima Corte de Apelaciones de San Miguel bajo el Rol Pleno N°1.229 – 2023 Rol Primera Fiscalía Judicial N° I – 4 – 2023 (...)”.[footnoteRef:53]  [53: Requerimiento de inaplicabilidad rol 15.005-23-INA, p. 35.] 

Dicho requerimiento fue declarado inadmisible el día 11 de enero de 2024.
Se puede deducir a la luz de los hechos recién descritos una serie de situaciones que amerita analizar a propósito de la responsabilidad constitucional por notable abandono de deberes en contra de jueces de los tribunales superiores de justicia, a saber:
· La jueza Graciel Muñoz residió fuera del territorio jurisdiccional en donde ejercía funciones jurisdiccionales.
· La jueza Graciel Muñoz declaró bajo juramento que había sido contacto estrecho, razón por la cual era necesario el teletrabajo.
· En dicha declaración jurada, la jueza Muñoz sostiene que reside con su padre, el Ministro Muñoz.
· La jueza Muñoz fue sancionada por la Corte de Apelaciones de San Miguel por los hechos descritos.

ii. CONFIGURACIÓN DE LA CAUSAL DE NOTABLE ABANDONO DE SUS DEBERES

Cabe señalar antes de estudiar el mérito de los hechos, que bajo ningún pretexto se busca extender la responsabilidad de la jueza Muñoz en haber ejercido sus funciones fuera del territorio jurisdiccional al Ministro Muñoz, sino que es la omisión del magistrado de denunciar el hecho lo que genera su responsabilidad constitucional y que según el parecer de los acusadores recae en un notable abandono de deberes.

En dicho contexto, es importante señalar que hasta la fecha no se conocen gestiones realizadas por el Ministro Muñoz en miras a corregir el comportamiento de la magistrada Muñoz, pese a ser el primer encargo de la Excelentísima Corte Suprema el tener la superintendencia directiva correccional y económica de los tribunales del país. Tampoco se registran en tal sentido hechos que avalen por parte del magistrado algún tipo de denuncia o al menos alguna acción tendiente a rectificar o sancionar la conducta. Es decir, no hay constancia que el Ministro Muñoz haya hecho algo al respecto. Todo lo anterior, bajo que el supuesto que sabía de los hechos, teniendo habida consideración que la declaración jurada de la jueza Muñoz sostiene que vivían juntos.
Sobre lo anterior es particularmente necesario también precisar el contexto en el que se producen estos hechos y la calidad de los involucrados, ya que se considera elementos fundamentes de la acusación.
Así, en primer lugar, la conducta de la jueza Graciel Muñoz no recae en una conducta delictiva, sino que estamos ante una falta a su deber como jueza. Así lo entiende también la propia Corte de Apelaciones que la sanciona. Es decir, al menos hasta ahora con los antecedentes tenidos a la vista no habría delitos, salvo que la investigación que lleva adelante la Fiscalía concluya otra cosa.
Lo anterior resulta de vital importancia, ya que no estamos bajo el supuesto del artículo 177 del Código Penal, que excluye el deber de denuncia respecto de ciertos relacionados, entre ellos los descendientes. Dicha norma resulta aplicable respecto de ciertos hechos que son constitutivos de delitos. No resulta aplicable ya que no hay, o no habría delito, y por tanto, no habría obligación de denunciar.
En segundo lugar, es fundamental tener a la vista la posición y cargo de quienes resultan involucrados en los hechos descritos. Por una parte, la jueza Graciel Muñoz, jueza titular del 12° Juzgado de Garantía de Santiago y por otro lado, el Ministro Sergio Muñoz, presidente de la Tercera Sala de la Excelentísima Corte Suprema, ya que no un hecho ajeno o irrelevante el que el Ministro Muñoz haya omitido algún tipo de acción.
En tal sentido, el notable abandono de deberes en este caso se da por haber permitido que una jueza de garantía, que resulta ser su descendiente directa, estuviera incumpliendo deberes graves en su calidad de jueza, es decir, la omisión de haber realizado acciones para enmendar o sancionar la conducta de la jueza Muñoz,
Ahora bien, entonces resulta conveniente analizar la conducta a propósito de los elementos que se han señalado para estudiar la causal de notable abandono de deberes.
En primer lugar, cabe señalar, tal como se advierte de un análisis simple, que la conducta, es decir la omisión de haber realizado acciones para enmendar o sancionar la conducta de la jueza Muñoz, no importa bajo ningún supuesto una revisión de un fallo determinado ni el criterio jurídico aplicado por el magistrado, lo cual, como extensamente se ha señalado a lo largo del libelo, corresponde a la independencia de los Tribunales de justicia, y no puede ser objeto de conocimiento por el Congreso Nacional mediante esta herramienta que es la Acusación Constitucional.
Por otra parte, cabe analizar otros dos elementos comentados, y es que el notable abandono de deberes es un concepto dinámico cuyo contenido lo interpreta el Congreso Nacional a través de la acusación constitucional.
En tal sentido, el contexto dado por la crisis institucional que atraviesa la Corte Suprema, particularmente cuestionada en lo relativo a la probidad, transparencia e independencia no son antecedentes inocuos para los acusadores, toda vez que los hechos analizados precisamente se enmarcan en un reproche a dichos aspectos, es decir a la probidad y transparencia. 
Cabe cuestionarse si el Ministro Muñoz omitió enmendar o sancionar la conducta de la jueza Muñoz debido a ser su descendiente directa o simplemente porque no estimó que los hechos ameritaban dichas acciones, sin embargo, la conclusión en ambos casos es la misma: Un Ministro de la Corte Suprema permitió que una jueza de garantía ejerciera funciones jurisdiccionales fuera del territorio, contraviniendo expresamente norma.
Si la razón por la que lo omitió es ser su descendiente directa, simplemente agrava la situación, ya que implicaría un trato privilegiado a una jueza de garantía y una conducta deliberada por parte del Ministro Muñoz.
Si, por el contrario, omitió solo por considerar que la conducta no suponía una infracción, estaríamos ante la inobservancia de una norma legal de manera expresa. 
Sin embargo, en ambos casos estamos ante una conducta razonablemente reprochable por el Congreso Nacional como un notable abandono de deberes por parte del Magistrado. 
Es decir, tal como se ha sostenido en la parte general, estamos ante hechos a los que cabe, dentro del margen de apreciación discrecional que aplica el Congreso Nacional, interpretar como notable abandono de deberes.
Dicho de otro modo, existen antecedentes objetivos por los cuales se despeja toda arbitrariedad en la interpretación del concepto de la causal. 
Finalmente, en tal sentido, corresponde explicar cómo se entiende la conducta (omisión en este caso), dentro del ejercicio de sus funciones en cuanto Ministro de la Corte Suprema.
Para lo anterior resulta importante recordar lo que se explicaba al inicio del presente capítulo acusatorio relativo a la superintendencia directiva, correccional y económica que tiene la Corte Suprema sobre los Tribunales del país.
Sobre el punto, hay efectivamente un control tanto en la calificación como en la observancia de las normas de la Corte Suprema al resto de los tribunales del país, con las excepciones que corresponden. Particularmente el Código Orgánico de Tribunales es la fuente normativa de dicho control, que es la norma que se quebranta en este caso.
Particularmente la superintendencia directiva y correccional dan cuenta de un control disciplinario en el marco del ejercicio de la jurisdicción que es expresamente lo que se infringe en el caso. 

POR TANTO,
A LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS PEDIMOS: Tener por formulada la presente acusación constitucional en contra de de la Sra. Ángela Vivanco Martínez y del Sr. Sergio Muñoz Gajardo, sustanciar el procedimiento de tramitación aplicable a esta clase de acciones y declarar que ha lugar a la misma, prosiguiendo con su formalización ante el Senado para que este, en definitiva, la acoja en todas sus partes, afirmando la culpabilidad de los dos acusados, destituyéndolos de los cargos que actualmente detentan e imponiéndoles la sanción de inhabilidad para el desempeño de función pública alguna por un período de cinco años.


PRIMER OTROSÍ: Venimos en acompañar los siguientes documentos: 

· Copia de resolución pronunciada con fecha 9 de septiembre de 2024 por el Pleno de la Excelentísima Corte Suprema en causa AD-1281-2024.
· Comunicado de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile. 
· Copia de resolución pronunciada con fecha 16 de septiembre de 2024 por el Pleno de la Excelentísima Corte Suprema en causa AD-1281-2024.
· Copia de declaración de inhabilidades declaradas por la Ministra Ángela Vivanco Martínez, vigente al día 5 de julio de 2024.

POR TANTO,
A ESTA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS PEDIMOS: Tenerlos por acompañados. 


SEGUNDO OTROSÍ: De conformidad con lo previsto en el artículo 39 de la Ley N°18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y en el artículo 331 del Reglamento de la Cámara de Diputados, venimos en indicar, para efectos de la notificación del presente líbelo a ambos Ministros, Sr. Sergio Muñoz y Sra. Ángela Vivanco, el domicilio del Palacio de Tribunales de Justicia, ubicado en calle Compañía de Jesús 1140, comuna de Santiago, Región Metropolitana, edificio donde tiene su asiento y funciona la Excelentísima Corte Suprema. 

POR TANTO,
A ESTA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS PEDIMOS: Tenerlo presente. 


TERCER OTROSÍ: De conformidad con lo previsto en el numeral segundo del artículo 52 de la Constitución Política de la República, los suscritos indicamos que detentamos todos la calidad de diputados en ejercicio. 

POR TANTO,
A ESTA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS PEDIMOS: Tenerlo presente. 










